LO MEJOR DEL DOMINGO

LA MEJOR COLUMNA

EL ESPECTADOR

LA FE PERDIDA

William Ospina
No acaba de expresarse la voluntad popular en Cajamarca, rechazando una explotación aurífera que amenazaría las fuentes de agua, en una votación histórica que es ejemplo para el mundo, y ya un ministro colombiano está negando la validez de ese triunfo y declarando que la decisión ciudadana nada puede contra las decisiones del Gobierno.

Y después preguntan por qué el pueblo colombiano cada vez cree menos en este modelo de democracia aparente que mantiene a las mayorías en la pobreza y en la exclusión, que nos ha regresado a la economía extractiva del siglo XVI, y que mantiene a unas élites corruptas trenzadas en una lucha sórdida por el Estado, por los puestos y los presupuestos.

La dirigencia colombiana y algunos de sus medios de comunicación suelen afirmar que la abstención, que es tradicional en las elecciones, y que en el reciente plebiscito sobre los acuerdos de La Habana superó el 60 por ciento, se debe a ignorancia, a indiferencia o a la irresponsabilidad de las mayorías.

Yo creo que es más bien la expresión de un profundo escepticismo del pueblo ante una democracia tramposa, que se acostumbró a negar la voluntad popular o a manipularla, e hizo que todo colombiano desconfíe profundamente de que en el marco de lo existente el país pueda cambiar algún día.

Colombia no es Suiza, donde la gente se abstiene de votar porque está satisfecha con lo que existe. Si algo sabemos es que aquí todo el mundo está insatisfecho, pero nadie cree que con este modelo electoral y administrativo sea posible cambiar las cosas.

En el mundo democrático los candidatos alternativos pueden abrirse camino, en Colombia los matan antes de que lleguen al poder, y cuando por algún accidente estadístico alcanzan el triunfo, siempre tienen recursos jurídicos para inhabilitarlos, recursos mediáticos para satanizarlos, recursos administrativos para maniatarlos e impedir que cumplan sus programas.

En todo el mundo después de las guerras civiles llega la reinserción, la reconciliación; hay una sociedad dispuesta a recibir a los guerreros que se desmovilizan, acogerlos en la civilidad y brindarles un espacio legal para sus luchas. En Colombia la aniquilación de los desmovilizados es una costumbre desde los tiempos en que Rafael Uribe Uribe fue asesinado ante el Capitolio tras haber perdido la guerra, y nadie olvida los nombres de Guadalupe Salcedo, de Dumar Aljure, de Carlos Pizarro Leóngómez…

En todo el mundo después de los conflictos se abre el espectro para que surjan nuevas fuerzas políticas; en Colombia los que han conducido la guerra se atornillan en el poder y persiguen toda idea alternativa.

La compra de votos, el acarreo de electores, la financiación ilegal de campañas, la calumnia, el rumor, y lo que recientemente se llama la mermelada, el uso indebido de dineros públicos para obtener el triunfo electoral, son prácticas comunes de nuestra democracia, bajo un poderoso y bien aceitado modelo de gamonalismo regional totalmente conectado con los poderes centrales.

¿Por qué tendría la gente que creer en un modelo donde ya se sabe desde siempre quiénes pueden ser elegidos y quiénes jamás tendrán derecho a serlo por su origen, por su pobreza o por su desacuerdo con el modelo? Si a mí me preguntaran cuáles son las razones por las cuales la inmensa mayoría de los colombianos no cree en este modelo político, y prefiere replegarse a la vida privada, a luchar por sí mismos y por los suyos sin esperar nada del Estado ni de la sociedad, yo enumeraría las cinco manchas inmensas de la democracia colombiana: aquí mataron a Jorge Eliécer Gaitán, la única esperanza grande del siglo XX en Colombia; aquí aniquilaron a los guerrilleros liberales que se acogieron a la amnistía del gobierno militar en 1957; aquí se repartieron el poder entre los dos partidos que habían hecho la violencia de los años cincuenta, prohibiendo toda propuesta política alternativa; aquí le robaron el triunfo en las elecciones a Rojas Pinilla en 1970; aquí exterminaron a todo un partido político en las calles en los años 80. No creo que se necesiten más razones para perder la fe.

El pueblo colombiano no es ignorante, ni indiferente ni irresponsable, lo que pasa es que es prudente, tiene memoria y es profundamente escéptico ante un modelo de democracia mentiroso, que mantiene a las mayorías lejos de toda oportunidad, que destruyó la incipiente industria de nuestros empresarios, que acabó con la pequeña agricultura y sólo dejó espacio para unos renglones de la gran agroindustria de exportación, que destruyó al campesinado, lo arrojó a las ciudades y ni siquiera tuvo un empleo que ofrecer a los desterrados en las urbes inhumanas que crecían.

Colombia es un inmenso desastre social donde los gobiernos se desentienden del sufrimiento del pueblo; sólo llegan a cuidar de la gente después de unas calamidades que nunca previenen, maquillan las cifras de empleo y procuran no tener en cuenta que la mitad de la población trabajadora languidece en la informalidad y en el rebusque.

Pero el gran poder que hace setenta años se sostenía por el apoyo ingenuo de la sociedad, ha ido socavando sus propios cimientos; el país perdió la fe en los políticos y en las instituciones, y todos sabemos que ahora del total de los que participan en elecciones ni siquiera un 20 por ciento son votos de opinión, de modo que hasta el voto termina siendo una forma del rebusque, un recurso de supervivencia.

Han convocado a la comunidad de Cajamarca a expresarse sobre si quiere o no que haya actividad minera en su región, en esas montañas cuya riqueza son el agua y la agricultura. Han autorizado la consulta, la han financiado: y cuando la comunidad se expresa abrumadoramente a favor del agua y de la agricultura, un ministro desvergonzado sale a negar la validez de la elección, la grandeza del triunfo ciudadano y la obligatoriedad de su decisión.

Uno no sabe si sentir indignación, o sólo asco.

CORRUPCION

EL ESPECTADOR

FISCAL GENERAL NO ES GARANTÍA DE VERDAD EN CASO ODEBRECHT

José Roberto Acosta
Cumplidos tres meses desde que Néstor Humberto Martínez Neira, en su calidad de fiscal general de la Nación, citó a rueda de prensa para descartar corrupción en el caso de Navelena, quedó claro su error y los hechos que lo desprestigian.

Hecho: actualmente, el crédito otorgado por el Banco Agrario al consorcio Navelena-Odebrecht-Valorcon tiene visos de estafa, pues, además de protuberantes irregularidades, como haber ignorado el riesgo reputacional y crediticio de Odebrecht, los $120.000 millones más intereses se perdieron.

Hecho: está probada la asesoría de los abogados de Néstor Humberto Martínez a Corficolombiana en la estructuración del proyecto de Navelena.

Hecho: el dinero que perdió Banco Agrario, por prestarlo a Navelena, se utilizó para que esta última pagara una deuda que tenía con el Banco de Occidente, saliendo esta entidad crediticia privada del lío, pero dejándoselo a nuestro banco público.

Hecho: la Fiduciaria de Occidente se usó para configurar una garantía del crédito que, a la larga, no tenía valor y tampoco sirvió de nada para recuperar el préstamo.

Hecho: Corficolombiana, Banco de Occidente y Fiduciaria de Occidente hacen parte del Grupo Aval, propiedad de Luis Carlos Sarmiento Angulo, con quien Néstor Humberto Martínez guarda una entrañable amistad asesora en sus negocios.

Hecho: firmas de abogados en las que Néstor Humberto Martínez o su hijo tienen participación asesoraron entre 2010 y 2015 al Consorcio Ruta del Sol II, conformado por Odebrecht y Episol, esta última de propiedad de Luis Carlos Sarmiento Angulo, recibiéndole honorarios por $100 millones.

Hecho: el pasado 21 de marzo, el fiscal general expidió la resolución 1053, con la que vulnera la independencia y autonomía de los fiscales encargados de casos como el de Odebrecht, pues podrá someterlos a lo que decidan “cónclaves jurídicos”, así los contradigan.

Así los hechos, la tormentosa corrupción de Odebrecht corre el riesgo de quedar en la impunidad. Está todo dado para que la necesidad de justicia quede supeditada a los millonarios intereses económicos de los involucrados.

Si Néstor Humberto Martínez no es apartado de estas sensibles investigaciones, se acentuará el daño a un poder judicial ya muy desprestigiado, que junto con el desprestigio del presidente y del Congreso nos pone al borde de un Estado fallido y que con la crisis económica en ciernes no sería fácil de manejar.

INDIGNACIÓN NACIONAL

Indalecio Dangond B.
Le va quedar muy difícil al presidente Juan Manuel Santos, culminar su periodo presidencial con tantos escándalos de corrupción en su gobierno y con la inmensa mayoría de los colombianos (74%) en desacuerdo con la gestión de su gobierno.

Por ese mismo descontento, fue que los costeños -a punta de marchas y protestas-, tumbaron a Electricaribe. La gente se cansa de tanto abuso del poder y de tanto robo descarado, sin que la justicia actúe. La marcha de hoy, debe enviar un mensaje muy claro a los políticos enmermelados de la coalición del gobierno Santos. Al igual que las Farc, deben desmovilizarse, confesar sus delitos, devolver los dineros públicos que se han robado en estos siete años y someterse a la Justicia Especial para la Paz, a ver si logran su perdón y olvido.   

Olvídense que los colombianos vamos a permitir que ustedes conviertan a nuestro país en otra Venezuela. ¿No les bastó con robarse dos elecciones? ¿No les parece suficiente el dinero que se han robado de las regalías, Isagen, Reficar, Salucoop, la ruta del sol, los comedores escolares, las vías terciarias y los miles de contratos que manejan a través de las entidades públicas?  

Lo más alarmante de esta descarada corrupción y abuso de poder, es que nos quedamos sin justicia y sin autoridad. Éste es el único país del mundo donde los corruptos pagan sus condenas en sus mansiones. Éste es el único país del mundo, donde las campañas presidenciales son financiadas por el narcotráfico y dineros de multinacionales corruptas, y la justicia no es capaz de destituirlos. Lo peor del cuento, es que estos cínicos y desvergonzados políticos, nos van a repetir la historia el año entrante, lanzando a la presidencia y vicepresidencia, a dos del combo del 8.000. Pareciera que los magistrados de las Altas Cortes, los jueces de la República, el Procurador General de la Nación, no existieran.

El escándalo de los sobornos de Odebrecht, es una vergüenza para nuestra justicia. Hace dos meses la justicia de los Estados Unidos, les envió toda la investigación en bandeja -con nombres y apellidos-, y hasta el momento no le han dictado medida de aseguramiento a ninguna de las ministras que estaban impedidas en el torcido, a los congresistas comisionistas que ayudaron con la vuelta, ni al receptor de las coimas. En el Consejo Nacional Electoral, la cosa anda peor.

La indignación de los colombianos también tocó fondo, por las continuas reformas tributarias para tapar el cráter fiscal que dejó el derroche en el gasto público, los sobornos de la mermelada, el excesivo endeudamiento externo, el elevado costo de vida, la incapacidad e ineficiencia del Estado en la prestación de los servicios públicos, la inseguridad y el aumento de los cultivos ilícitos.    

Hay suficientes razones para que los colombianos salgan a protestar. La indignación es total.

En el tintero: Los terminales marítimos del puerto de Barranquilla, deberían exigir al Gobierno, que las contraprestaciones que ellos pagan por las concesiones portuarias, se reinviertan en su totalidad en el dragado del canal acceso al puerto.

PROCURADOR, SOBRE LA 'TOMA' ANTICORRUPCIÓN DE BUENAVENTURA

Daniel Mera Villamizar
Poner en práctica lo que ha dicho puede cambiar la historia de la ciudad y mejorar sustancialmente la gestión nacional contra la corrupción.

El 29 de marzo en Cali el procurador, Fernando Carrillo, anunció una "toma anticorrupción de Buenaventura, similar a la adelantada en La Guajira". Mencionó las denuncias por el agua potable. Días después, el gerente del hospital reveló en radio que el alcalde le exigió firmar cartas de renuncia (y letras de cambio), que usó cuando se negó a hacer pagos direccionados. La comunidad sabe que el procurador no está exagerando, así buena parte de la clase política insista en minimizar el alcance de la corrupción.    

Luego del anuncio, Fernando Carrillo dijo en un foro en Bogotá: i) "Solicito pensar en política anticorrupción de Estado y alianza público-privada para combatir este tema", ii) "hay que territorializar la lucha contra la corrupción", y iii) "aquí se requiere de la ciudadanía para combatir la corrupción. Un cambio cultural que permita fortalecer lo público". Este marco haría que el de Buenaventura fuera un caso todavía más relevante para el país, un piloto de innovaciones en la lucha contra la corrupción.

Justo de la ciudadanía provino una de las primeras reacciones. Una carta en change.org le pide al procurador tres decisiones para reforzar la "toma anticorrupción de Buenaventura". Más de 250 ciudadanos valientes la han firmado en línea, entre quienes sobresalen el obispo, líderes de la cultura, sociales, juveniles y de opinión. El hecho mismo de la carta ayuda a moderar la noción de 'toma', que sugiere una acción externa ante una comunidad exánime. Hay espíritu cívico y amor por Buenaventura, que no han sucumbido al difícil entorno de pobreza, enajenación y narcotráfico.

Los ciudadanos le piden al procurador que convoque él mismo el "Comité Anticorrupción para Buenaventura que propuso, en lugar de dar esa iniciativa a la señora gobernadora del Valle del Cauca, que es la jefa política del actual alcalde". Hablan de un llamado a las fuerzas vivas de la ciudad para que trabajen conjuntamente en comité con la Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha Contra la Corrupción, bajo la Ley 1474 de 2011 o Estatuto Anticorrupción. También piden un "canal expedito y seguro para que los ciudadanos aporten denuncias y evidencias sin temor por su vida".

Finalmente, lo invitan a presentar avances y resultados en un "Cabildo Abierto en el Concejo de Buenaventura que los ciudadanos realizaremos en noviembre de este año, bajo la Ley Estatutaria de Participación Democrática, la Ley 1757 de 2015". De ocurrir esto, sería un hito ciudadano del cambio cultural que postula Carrillo.

Ahora, ya en el plano institucional, la 'toma' anticorrupción de Buenaventura puede ser una iniciativa que el procurador lleve a la Comisión Nacional para la Moralización (Ley 1474 de 2011), donde están el contralor y el fiscal, entre otros, con el presidente de la República a la cabeza. Allí es posible coordinar las acciones conjuntas y establecer los lineamientos para la Comisión Regional de Moralización del Valle del Cauca. Se dirá que la clase política tiene infiltrados en esa Comisión Regional, especialmente a través de las contralorías, pero ese es un problema que también debe enfrentarse desde la óptica de una "política anticorrupción de Estado".

Lo urgente, sin duda, es parar lo más rápido que se pueda el robo de los recursos públicos. Que para los corruptos es la recuperación y los rendimientos de lo que invirtieron en las campañas electorales, y apenas va un año largo del periodo territorial (y se acercan las elecciones nacionales).

Pero hay que pensar en la postoma. Para fortalecer la institucionalidad distrital se necesita una evaluación de su capacidad de gestión por parte de la Contraloría General de la República y de consultoras especializadas, por ejemplo. Hay que encontrar unos términos para que el sector portuario no vele simplemente por sus intereses, con la idea de una "alianza público-privada" para combatir la corrupción.

Se trata, en suma, de un anuncio que puede llevar a una experiencia extraordinaria en este país. Así que con gusto cada tres meses le dedicaré una columna de seguimiento.

POPEYE
EL ESPECTADOR

RASGÁNDOSE LAS VESTIDURAS

Mauricio Botero Caicedo
Para algunos "sacamicas" afectos a la Casa de Nariño, la concurrencia a la pasada marcha del 1º de abril fue “patética”. Y si los correveidiles del Gobierno lo dejan a uno atónito con sus intentos de minimizar la significativa jornada, no menos estupefacto queda uno con su hipocresía. Estos personajes se rasgan las vestiduras cuando escuchan que John Jairo Velásquez, alias Popeye, pensaba marchar en Medellín. John Jairo formó parte de la estructura criminal del cartel de Medellín hasta su entrega en 1992 a la justicia. Al interior de dicha estructura, Popeye era el jefe de la banda de sicarios y miembro del círculo de confianza de Pablo Escobar, cabeza de la organización criminal autodenominada los Extraditables. Popeye, que según sus propias declaraciones asesinó directamente a por lo menos 300 personas, pagó una condena de 23 años en la cárcel por los delitos de concierto para delinquir, homicidio y secuestro agravado.

Casi de forma paralela, en otra banda narcocriminal actuaba un gemelo de Popeye, Hernán Darío Velásquez, alias el Paisa, exjefe de la columna móvil Teófilo Forero, la que fuera una de las unidades más violentas y sangrientas de las Farc. El Paisa es el responsable directo de genocidios, asesinatos, atentados y secuestros contra personalidades públicas y civiles. En su criminal prontuario figuran: el secuestro del avión de Aires (2000); los asesinatos de Diego Turbay Cote y Liliana Gaviria; el asalto al edificio Miraflores en Neiva; el secuestro y posterior asesinato de los diputados del Valle del Cauca; los atentados contra Álvaro Uribe; el atentado al club El Nogal, que dejó 36 muertos y más de 200 heridos; el secuestro de los tres contratistas estadounidenses; el atentado a un bar en la Zona Rosa de Bogotá; la masacre de concejales de Puerto Rico (Caquetá); el asesinato del exsenador Jaime Lozada, y la masacre de los concejales de Rivera (Huila).

Las similitudes entre el oscuro pasado de estos dos asesinos, ambos miembros del círculo de confianza de respectivos carteles de narcotraficantes, son asombrosas. La enorme diferencia es que mientras que Popeye pagó 23 años de cárcel, lo más seguro es que el Paisa no pague ni un solo día.

No existiendo en nuestro idioma el vocablo exasesino, uno entiende que marchar al lado de Popeye, y por extensión de sus jefes en las organizaciones criminales donde actuaba, causa un rechazo general. Ese rechazo debería cubrir igualmente el aplaudir y eventualmente marchar al lado de otros asesinos y exnarcotraficantes. Pero esto no parece ser el caso. Mientras que a Popeye no le perdonan su pasado, los acólitos del régimen no tienen el menor reato de absolver a las Farc, y aplaudir y abrazarse con los jefes directos del Paisa, como ocurrió en el Colón. De llegarse a convocar una marcha a favor del Gobierno, no albergo la menor duda de que todos los que se rasgan las vestiduras por la asistencia de Popeye a la marcha del 1º de abril van a marchar al lado del Paisa, Timochenko e Iván Márquez, cabezas de la organización criminal autodenominada las Farc. ¿Hay o no una farisaica doble moral, porque parece que asesinar y traficar en nombre de Mamón es repugnante, pero asesinar y traficar en nombre de Marx es tan justificable como defendible?

SEMANA

LA REIVINDICACIÓN DE POPEYE

Léon Valencia

El episodio muestra la enorme dificultad que tienen las elites políticas para separarse del trasunto violento de las mafias y para no utilizar a las Farc como mampara de su degradación moral.

Cuando oí que Popeye había decidido participar en la marcha del primero de abril convocada por el Centro Democrático, inmediatamente pensé que personas de esa agrupación que respeto mucho como Francisco Santos, Carlos Holmes, Iván Duque,Paloma Valencia o Alicia Arango rechazarían su presencia en la jornada. No fue así. Incluso Santos y Paloma justificaron públicamente la participación de la persona que acompañó a Pablo Escobar en su época más escabrosa. “Popeye ya pagó su deuda con la sociedad y está en su derecho a marchar”, dijo Santos y una frase similar se le ocurrió a Paloma en un debate con Roy Barreras.
Sentí una enorme tristeza. Este hecho, aparentemente banal, me devolvió a un pasado doloroso. La gran tragedia colombiana se gestó cuando agentes del Estado y elites políticas y económicas del país decidieron darles protagonismo político y social a los narcotraficantes y asesinos que florecieron en los años ochenta; y cuando, a su vez, las guerrillas, que habían nacido como alzamiento político de la mano de Camilo Torres Restrepo, Manuel Marulanda Vélez y Jaime Bateman Cayón, se metieron de lleno en el negocio de las drogas, se comprometieron a fondo con el secuestro y acudieron al atentado personal como arma de lucha. Los narcotraficantes sanguinarios se encontraron con los políticos tradicionales y los insurgentes con el delito común puro y duro.

Comprender esto, aceptar esto, es condición sine qua non para darle la vuelta a la historia colombiana, para salir de la oscura noche que hemos vivido, pero argumentos como los esbozados por gente ilustrada para validar la participación de Popoye en una ruidosa marcha política y la retórica del ELN en defensa del secuestro aún en medio de negociaciones de paz muestran que estamos lejos de esta comprensión vital.

Voy a señalar una vez más la línea de tiempo de la tragedia con la esperanza de que algún día se escudriñe con atención esta versión de la historia. Antes de los años ochenta estaban las guerrillas, había narcotráfico, se presentaban secuestros, pero todo esto era marginal, se daba en los bordes de la sociedad, se desarrollaba en los linderos de la política.
Pero a mediados de esa década trágica líderes encumbrados de las elites decidieron darles un papel político central a reconocidos narcotraficantes, se apoyaron en sus finanzas, acudieron a sus oficios para eliminar a rivales políticos, auparon sus huestes para exterminar a la izquierda legal. Entre tanto, la guerrilla se fue deslizando poco a poco por el despeñadero de los delitos que degradaban su causa y fue ascendiendo en su protagonismo hasta ahogar la acción de una izquierda civil que terminó por aceptar el trámite violento de la controversia con el establecimiento.
La primera racha de terror ocurrió al finalizar esa década triste con la muerte de cuatro candidatos presidenciales y la destrucción de la Unión Patriótica. Se frenó el baño de sangre con los acuerdos de paz del M-19 y otras guerrillas, la expedición de la Constitución de 1991 y la muerte de Pablo Escobar. Pero se reanudó con fuerza mayor en 1995 y de ahí hasta 2005 tuvimos el 70 por ciento de los 8 millones de víctimas de todo el conflicto. Fue ese el momento verdadero de la guerra innombrable y desastrosa. Cuando se consolidó la alianza entre las elites políticas y las filas mafiosas y cuando también las guerrillas se hundieron en la barbarie.

En la reivindicación de Popeye sonaron las mismas palabras que propiciaron esa catástrofe. “Popeye es igual a las Farc” o “Popeye es mejor que las Farc porque ya pagó su deuda”. Así fue que legitimaron la alianza con los mafiosos en los años ochenta, así transformaron a Carlos Castaño de vulgar mandadero de Pablo Escobar en uno de los actores políticos más relevantes en los años del dolor. Porque las Farc y el ELN eran la peor amenaza, la amenaza comunista, todo valía, todo se justificaba, las autodefensas, las masacres sobre su base social, las desapariciones, el desplazamiento de poblaciones.
No era diferente el sentido ético en el lado de las guerrillas. El secuestro era la otra cara de las desapariciones forzadas y la forma más justa de arrancarles a los ricos la financiación de la guerra, decían, el atentado a los líderes políticos, el pago obligado por el genocido de la Unión Patriotica. Ahí estaba el otro lado de la misma moneda.

Un terrible juego de espejos, una nivelación por lo bajo, un descenso compartido al infierno de la criminalidad amparados en discursos políticos. El horizonte ético se nubló. Las partes perdieron por igual la autoridad moral para reclamar humanidad, para exigir humanidad.

El episodio de Popeye muestra la enorme dificultad que tienen las elites políticas para separarse del trasunto violento de las mafias y para no utilizar a las Farc como mampara de su degradación moral, es la misma dificultad que afrontarán las guerrillas para reconocer ante la justicia especial para la paz el grave daño que les hicieron a la sociedad y a su causa política con el secuestro, con el narcotráfico y con el ataque aleve a la población civil.
Conozco esa dificultad. Conozco esa angustia. La viví hace 28 años, en 1989, en una soledad aterradora en las montañas. Me desgarré por dentro para decir no, para tomar distancia de mis compañeros en el comando central del ELN y empezar la búsqueda de la paz y la reconciliación.
JEP
EL ESPECTADOR

DESPRESTIGIAR A LA JEP

Rodrigo Uprimny
Algunos de los opositores al Acuerdo de Paz han iniciado una campaña de desprestigio contra uno de sus elementos cruciales, que es la Jurisdicción Especial de Paz (JEP). Su propósito es convencer a la opinión de que la JEP sería un tribunal inquisitorial, tomado por izquierdistas cercanos a la guerrilla o al terrorismo, que otorgaría impunidad a las Farc y perseguiría severamente a militares, empresarios y políticos de derecha.

Estos críticos se han dedicado en las últimas semanas a minar la legitimidad del Comité de Selección (CS) de los magistrados de la JEP, argumentando que sus miembros serían izquierdistas cercanos a grupos terroristas, por lo cual toda la JEP será sesgada. Y para lograr esa finalidad, estos críticos han mentido, o han omitido hechos esenciales, o los han distorsionado.

No puedo, por limitaciones de espacio, desmontar todas esas falsedades, por lo que me limito a ejemplificarla con uno de sus cinco integrantes, el español Álvaro Gil-Robles, a quien Plinio Apuleyo Mendoza, en su columna del 17 de marzo, llamó “condescendiente con Eta”, que habría pasado por alto sus acciones terroristas, por lo que sería normal que viera a las “Farc como un movimiento insurgente y a nuestras Fuerzas Armadas como el malo de la película”. Pero eso es falso.

Primero, Apuleyo olvida mencionar que Gil-Robles fue nominado al CS por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, que es una de las cortes internacionales más prestigiosas del mundo, que nadie razonable cree que sea cercana al terrorismo. Y menos piensa que ese tribunal se prestaría a hacerles el juego a las Farc, nombrando en el CS a alguien que les fuera cercano.

Segundo, Apuleyo ignora olímpicamente la propia trayectoria de Gil-Robles y sus reiteradas condenas de las acciones de Eta. Pongo un solo ejemplo: cuando fue comisario de derechos humanos del Consejo de Europa, Gil-Robles publicó el 9 de marzo de 2001 un informe sobre su visita al País Vasco. Y en la página cuatro de ese informe, disponible en la web, señala que una de las causas principales de la violación de derechos humanos de los vascos es “la acción directa de la banda terrorista Eta”. Y agrega que “no cabe duda de que la acción de Eta atenta directamente contra el más esencial derecho del hombre —el derecho a la vida— y también a la libertad y a la seguridad de las personas (los secuestros criminales son verdaderos actos de tortura para las víctimas, sus familiares y sus amigos), a la libertad de pensamiento, de reunión y asociación”. ¡Qué condescendencia con Eta!

Calumnias similares han sufrido los otros miembros del CS.

Los opositores al Acuerdo de Paz, y específicamente a la JEP, tienen todo el derecho de criticarla. Pero lo que no tienen derecho es a mentir para engañar a la opinión pública.

(Para evitar equívocos y por transparencia, reitero, como ya lo dije públicamente, que por distintas razones no pienso aspirar a la JEP y que desde hace años conozco y soy cercano a algunos de los integrantes del CS).

DADOS CARGADOS

Ramiro Bejarano Guzmán
Respeto el dolor de toda persona privada de su libertad, incluido el exministro Diego Palacio, pero su desesperado esfuerzo por beneficiarse de la Justicia Especial de Paz (JEP) suscita desconcierto.

El argumento según el cual todo lo que hicieron los ministros uribistas para garantizar la reelección de Uribe fue pensando en derrotar a las Farc es caricaturesco. Tendrían que reconocer, entonces, que si ese fue el propósito de la malhadada reelección que tanto daño le causó a la Nación, fracasaron estruendosamente, porque tampoco en el segundo período del uribismo acabaron con las Farc, ni con el Eln, y en cambio sí crecieron la corrupción y la inseguridad.

Hay que recordar unos detalles que Palacio parece haber olvidado. Cuando fue condenado presentó una tutela contra esa decisión, en la que pretendió acreditar la supuesta persecución política de los magistrados en su contra, para lo cual aportó como “prueba reina” grabaciones de deliberaciones reservadas de los togados que fueron obtenidas ilegalmente por el gobierno al que él pertenecía. Con el cuerpo de un delito se buscaba exculpar otro delito.

Lo que no reveló Palacio fue que lo grabado en esa oportunidad correspondía a una sesión del pleno de la Corte, donde discutían un impedimento del fiscal Mario Iguarán en el proceso que se adelantaba contra el exministro Sabas Pretelt. En ese debate varios magistrados se refirieron a la necesidad de que la Corporación apreciara las connotaciones políticas que implicaría la decisión que estaban por adoptar al marginar al fiscal de turno del conocimiento de tan delicado litigio, pero el exministro Palacio presentó descontextualizada la grabación espuria y le atribuyó el carácter de confesión de la supuesta persecución política de la Corte. La tutela, como era de esperarse, no prosperó por su improcedencia.

El exministro Palacio ha insistido en que fue víctima de una persecución judicial ejecutada por los magistrados que habían sido grabados ilícitamente, y que además no se le había garantizado la segunda instancia. Se le olvidó que la Sala Penal que lo condenó estaba integrada en su mayoría por conjueces, pues los titulares se habían declarado impedidos; es decir, los supuestos perseguidores no fallaron su asunto. Y tampoco recordó que no contó con segunda instancia porque no la preveía la ley, pero sobre todo porque gozaba del privilegio de ser investigado y juzgado por la cabeza de la justicia ordinaria.

Después de todo esto, resulta exótico que el exministro Palacio pretenda que la JEP revise la sentencia condenatoria en su contra, pero sin reconocer falta alguna y sin asumir compromiso de contar la verdad y asegurar la no repetición, lo que sencillamente es casi que alucinante. La sola lectura del artículo transitorio 11 del Acto Legislativo que creó la JEP desautoriza la pretensión de Palacio, porque esta norma impone al condenado que busca la sustitución de sanción impuesta por la justicia ordinaria que “reconozca verdad completa, detallada y exhaustiva”.

Es difícil comprender que ahora al Centro Democrático no le parezca que la JEP sea fuente de impunidad, porque los interesados serán sus exministros o los militares involucrados en los “falsos positivos”. Denigrar de la JEP para luego acogerse a ella, pero además tergiversando su finalidad en el marco del proceso de paz al que le dijeron no en las urnas, es una muestra imperdonable de incoherencia y oportunismo.

Reitero que deploro la personal situación de Diego Palacio, porque ni al peor enemigo se le desea la pesada carga de la prisión, como sí lo hace el Centro Democrático con sus críticos, pero la JEP no puede operar sin justicia, verdad, reparación y no repetición, ni puede convertirse en un juego de tahúres.

Adenda No 1. Indignante que después del horror que han padecido las gentes de Trujillo en el Valle del Cauca, donde una alianza siniestra de miembros de la Fuerza Pública y el narcotráfico asesinó a más de 300 personas inocentes, todavía sean amenazadas, como lo ha denunciado la hermana Maritze. ¿Dónde está el Estado que reconoció su responsabilidad en esas masacres?

Adenda No 2. Inquietante señal que el presidente Santos culpe a los medios y a sus dueños del ambiente de pesimismo económico que se vive en el país. Le conviene serenarse y no parecerse al capataz agresivo e intolerante de Uribe Vélez.

CONFESIÓN Y VERDAD

Yohir Akerman
El 19 de septiembre de 2016 el exministro Diego Palacio dio una dura entrevista en la que sentenció que prefería pasar diez años preso antes que admitir que dio un cargo en contraprestación a conseguir la reelección del expresidente Álvaro Uribe Vélez.

“A mí me dicen que puedo salir este fin de semana si reconozco que di un puesto para reelegir a Uribe, y que si no confieso eso me toca quedarme 10 años, prefiero quedarme 10 años.” 
Parece que mucho ha cambiado desde ese 19 de septiembre, ya que ahora el reo envió una carta buscando acogerse a la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) para lo cual, como requisito indispensable, tiene que dar una confesión.

Las cosas cambian.

La carta de Palacio a la JEP está bien estructurada y seguramente fue realizada con la asesoría de un buen abogado, puesto que habla del cohecho por el que fue condenado sin, hasta ahora, admitir su culpa ni tampoco afectar a su exjefe.

Pero una cosa es cierta y es que el mismo abogado que le ayudó a realizar la solicitud le debió advertir, que la JEP exige confesión de toda la verdad para otorgar cualquier beneficio.

Nadie que quiera excarcelación puede confesar que es inocente de un delito del que lo encontraron culpable.

Para contrarrestar esto, el senador Uribe muy hábilmente citó, únicamente, tres líneas del documento de 20 páginas que dicen que todos los actos de Palacio fueron “circunscritos a la ley”.

Pero una lectura cuidadosa de las otras 19 páginas muestra que Palacio tiene intenciones de aceptar mucho más que eso.
Dice la carta: “(…) esto permite acreditar que el delito de cohecho por el cual fui condenado, tiene relación con el conflicto armado y fue cometido con ocasión de él, en la medida que la reelección presidencial era a su vez, una reelección de la política de seguridad democrática”. 

Incluso Palacio va más allá. “Como se desprende del presente documento, queda claro que en los momentos de radicar esta solicitud y firmar el acta de compromiso, estoy aceptando libre y voluntariamente, acogerme al sistema de la Jurisdicción Especial para la Paz (…) Me comprometo a que una vez entre a funcionar el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición, contribuiré con las garantías de la verdad”.

Agrega: “Sería un despropósito que no lo sea cuando mi condena, según la Corte Suprema de Justicia, fue por buscar cambiar la Constitución para que fuera posible la reelección del Presidente Álvaro Uribe”. 
Y remata el furibundo uribista: “Como colombiano y posible beneficiario de la JEP debo reiterar, como estoy seguro lo hacen todos los colombianos, mi compromiso con la Paz”. 

Varias cosas importantes. La JEP se aplica a quienes con razón del conflicto armado cometieron delitos. Quien pide que se le aplique el beneficio, en el caso de Palacio la excarcelación, tiene que confesar lo que hizo y promete decir la verdad. Toda la verdad.

Si no es así se pierden los beneficios. En ese caso el exministro volvería a prisión y se llevaría por delante al expresidente Uribe. ¿Será eso lo que produce tanto miedo en el Centro Democrático y de ahí que quieran recoger firmas para revocar la JEP?

Puede ser, pero lo que es irónico, por decir lo menos, es que sin arrancar a funcionar la JEP los primeros que han pedido acogerse a su competencia son los mismos miembros del partido que han atacado esa jurisdicción tildándola, por bajito, de garante de impunidad o justicia terrorista. Pese a esos calificativos parece que se van a someter primero los uribistas, que los mismos guerrilleros.

Macondiano.

Ahora bien, no fue el secretario de la JEP quien aseguró que Palacio había reconocido que la reelección del expresidente Uribe fue comprada. No. Fue la Corte Suprema de justicia en el 2015, que con evidencias demostró la responsabilidad de Palacio.

El documento del exministro lo único que hace es demostrar la intención de confesión pese a que el Centro Democrático intente matizarlo. De pronto por esa reacción Palacio dijo en radio que fue el mismo Uribe quien le recomendó que se fuera del país, pero que él decidió quedarse. Eso deja unas dudas por un lado pero explica otras cosas por el otro.

Lo que queda claro es que el expresidente Álvaro Uribe Vélez quiere prohibir que se hable de la probada compraventa de su reelección. Para asegurarse de eso, va a tener que enfocarse en los que están pagando el precio por haberla comprado.

JEP SINÓNIMO DE CHANTAJE Y RETALIACIÓN

Darío Acevedo Carmona
El miércoles pasado el Congreso de la República, con la retirada del recinto del Centro Democrático y de uno que otro parlamentario digno, formalizó el golpe de Estado en curso que se ha estado perpretando desde fines de noviembre de 2016 cuando se anunció el nuevo acuerdo definitivo de paz.

La Jurisdicción Especial de Paz será autónoma, no rendirá cuentas a nadie, tendrá varios magistrados extranjeros, estará por encima de las Cortes colombianas, dictará sentencias inapelables, condenará criminales de guerra para dejarlos libres y elegibles para desempeñar cargos públicos y de representación popular, podrá revisar todo lo actuado por jueces y tribunales en el pasado, igualará a terroristas con militares, y funcionará por doce o más años poniendo en ascuas no solo a las instituciones históricas y legítimas que nos hemos dado los colombianos por vía constitucional sino también a miles de ciudadanos que por un solo señalamiento o sospecha de haber colaborado o participado “directa o indirectamente” con los grupos paramilitares podrán ser investigados.

En el mismo acto legislativo se aprobó, bajo una farragosa retórica declaración de principios que ya figura en nuestros códigos, el reconocimiento de las víctimas y de sus derechos. Además, fue aprobada la llamada Comisión de la Verdad que estará integrada a partes iguales por elegidos del gobierno y de las Farc y el desempate, luego de un enredado método, probablemente favorable a esta guerrilla. Se pretende con ese instrumento establecer, como si ello fuese posible y válido, una “verdad”, única, inapelable, indiscutible, eterna, sobre el conflicto, para algunos una guerra, y he ahí una discusión que no se salda ni se saldará.

Todo apunta a que se produzca un texto acorde con la versión ideológica, pasada por académica, de la intelectualidad y la academia de izquierda y progre según la cual lo que ocurrió en Colombia “durante más de medio siglo de guerra civil” fue un “alzamiento en armas del campesinado en lucha por la tierra y contra la exclusión política y las injusticias sociales”. En tal situación, el Estado oligárquico habría apelado a la “guerra sucia”, habría  implantado “un Régimen de terror y antidemocrático de persecución y represión contra el pueblo y sus luchadores”. Colombia, según dicha versión siguió el mismo camino de las dictaduras del Cono Sur.

Detrás de ese discurso que se ha inoculado con anestesia por vía intravenosa en los cerebros de los defensores e ideólogos de la paz que les entregaron a los derrotados la presea más valiosa de un conflicto bélico, la VERDAD, ha germinado un desestructurante y disolvente sentimiento de culpa que conduce, indefectiblemente, a entregarles todo para sanar la culpa y de contera, darles la razón para expiar el pecado.

Por parte alguna habrá referencias a la influencia de la revolución cubana, a la copia de proyectos guerrilleros continentales, eso, dirán, es pura imaginación de mentes complotistas que niegan la existencia de causas objetivas y materiales de la insurrección popular. Será marginal la alusión a la “guerra fría” a la ideología comunista, al rechazo masivo con que la inmensa mayoría del “pueblo” que dicen “representar”, recibió las promesas de redención de unas guerrillas que nunca fue convencido de sus supuestas bondades.

Esa Comisión que no es más que una descarada pretensión de torcerle el pescuezo a la realidad para lavar los crímenes de guerra y justificar lo injustificable, fracasará como les ha ocurrido a ese tipo de organismos en otras partes del mundo. Porque, entre otras cosas, algo bien diferente es que la justicia y los jueces establezcan la verdad de lo ocurrido en acciones y hechos delictivos puntuales e identifiquen los culpables y los condenen  a que se nos diga que hay una verdad a la que debemos plegarnos.

Retomando el tema de la JEP, lo sucedido esta semana con el exministro del gobierno Uribe, Palacio y el gerente de la JEP, es algo que tenderá a generalizarse. Vendrán en búsqueda de la ansiada libertad, que no justicia, militares, políticos, funcionarios, empresarios, muchos de ellos condenados sin pruebas suficientes o con penas exageradas, sin derecho a segunda instancia, a tocar las puertas del frankestein creado por gobierno las Farc y el Congreso.

Porque esa es la lógica perversa que subyace en esa arma letal concedida por Santos, Jaramillo y de la Calle al grupo terrorista Farc, eximir de cárcel a criminales de guerra dejándolos habilitados políticamente y convocar a sus “enemigos” con el instrumento del chantaje: declárense culpables y se les dejará libres.

Esta será “la verdad definitiva del conflicto” que Santos les entregó a las Farc. Y a decir verdad, el instrumento es tenebroso y eficaz “o cantas o te pasas la vida en la  cárcel”. El método usado por el senador del Polo Iván Cepeda consistente en recorrer prisiones buscando testigos contra Uribe a cambio de reducción de penas y exilios, es el mismo que emplean sin tapujos los señores Alvaro Leyva y el neocolonialista español Enrique Santiago que visitan guarniciones militares para pintarles pajaritos de oro a condenados sin esperanza.

La idea de Justicia que se puso en marcha está fundada en el chantaje contra hombres condenados a decenas de años que ya no tienen opción de libertad. Un método basado en la humillación y el aprovechamiento indigno de la debilidad extrema del otro.

EL TIEMPO

LA PÉRFIDA JEP
María Isabel Rueda
¿Por qué los uribistas no pueden igualmente alegar un delito político para acogerse a la JEP?

La embestida en su defensa de los ministros uribistas fue la primera gran prueba para la pérfida JEP. Y ellos tienen razón en alegar la pertinencia de la jurisdicción: si las Farc pueden acudir a la JEP después de matar campesinos, desplazarlos y volar oleoductos para tumbar a un gobierno, y alegar que es un delito político, ¿por qué los uribistas, que supuestamente dieron puestos para reelegir a un presidente en quien confiaban para ganar la guerra, no pueden igualmente alegar un delito político para acogerse a la JEP?

Repugnante todo. Pero es la primera prueba contra la ridiculez de la JEP. Hasta Odebrecht, y estoy de acuerdo con ‘El Espectador’, podría alegar que tuvo que pagar coimas para construir las vías terciarias del posconflicto. 
Qué ironía. Pero así lo planearon los abogados Álvaro Leyva y Enrique Santiago cuando comenzaron a convencer a los exministros de Uribe, visitándolos en sus celdas. La pareja de marras tenía como estrategia reducir la resistencia a lo que su jefe, el expresidente Uribe, ya bautizó como la justicia, no de la JEP, sino de la JEF, para las Farc.
Cuando se dieron cuenta de para dónde iba esto, el Gobierno metió de afán en el Congreso el acto legislativo del 4 de abril de 2017 exigiendo que las sentencias de los aforados –ministros uribistas y paracongresistas– solo podía revisarlas la Corte Suprema. Cerraron esa puerta para la JEP, pero quedó abierta la ventana para que el aforado que así lo desee solicite allá cualquier otro tratamiento especial, incluyendo por ejemplo la sustitución de la pena o la renuncia a la persecución penal, que, aunque con otro nombre, tendría efectos parecidos a la amnistía. 
De hecho, los casos de los exministros Palacio, Velásquez y Sabas ya están aceptados en la JEP. Lo hizo su diligente secretario Néstor Raúl Correa, quién está ejerciendo en provisionalidad; es apenas un contratista de la ONU que ya está usurpando funciones.
La competencia para decidir quién va o no a la JEP la tiene –artículo 48 A– la ‘Sala de Reconocimiento de Verdad, Responsabilidad y Determinación de los Hechos’, que todavía no está creada.
Esa será su segunda gran prueba. ¿Cómo escogerá el comité de tres extranjeros y dos nacionales a los magistrados de la JEP sin conocer bien “el mercado” (por lo menos los tres extranjeros) de juristas bajo la condición deseable de que no estén politizados?
El propio Néstor Raúl Correa es un antiguo y feroz persecutor del uribismo. Solo falta que se traigan de Guatemala a la JEP al exmagistrado auxiliar Iván Velásquez, a quienes unos llaman el ‘héroe de Centroamérica’ por haber tumbado a un presidente corrupto, mientras otros le tienen terror por su falta de rigurosidad en el manejo en Colombia de la investigación y de las pruebas de la ‘parapolítica’, guiado por sesgos muy claros. Cuando fue retirado de la Corte Suprema por su falta de ortodoxia, Petro se lo llevó para la alcaldía, a donde llegó a pagarle a Velásquez 500.000 pesos/hora (¡!) de asesoría para el “acompañamiento al despacho con sus conceptos y estrategias”. Es decir, para evitar que derrocaran a Petro. Más barato haberlo dejado.
Lo que los negociadores de paz han logrado esconderles muy bien al país y al mundo es que la pérfida JEP no será un tribunal de condena. Será uno de absolución. Podrá revisar las sentencias de todos los actores del conflicto que fueron combatientes y las de los particulares que contribuyeron directa o indirectamente. 
¿Por qué digo tal cosa? Porque al que no confiese le rebajarán hasta 20 años la condena que ya le hayan impuesto, así sea del triple. La mayoría de la cúpula tiene 40 años. Pero al que confiese, la pena se le reducirá hasta seis años sembrando lechugas en campo abierto. Y podrá empezar a ejercer la política apenas le comuniquen su pena, no hay necesidad de cumplirla.
Candidatos a la JEP al tribunal de absoluciones: señor ‘Timochenko’: 38 condenas. ‘Iván Márquez’: 40 condenas. ‘Catatumbo’: 10 condenas. ‘Joaquín Gómez’: 17 condenas. Si ninguno dice la verdad, su pena original pasaría de 60 años, a los que algunos están condenados, a 20. Les iría bien mintiendo. Si dicen la verdad, sembrarán lechugas seis años y los 40 años a los que casi todos están condenados serán una sombra debajo de un guarumo.
Entre tanto: ve, Maluma, retirá las ‘4 Babys’ y verás que te vamos a volver a adorar.

PAZ
SEMANA

NUEVE DE ABRIL

Antonio Caballero

Así como el anticomunismo existió en Colombia desde antes de que existiera el comunismo, así también persiste todavía cuando el comunismo ya no existe.

Hoy domingo 9 de abril se cumplen 69 años de la muerte de Gaitán. Y en Colombia se está por fin cerrando la etapa histórica que comenzó hace 69 años con ese asesinato.
Porque es un lugar común decir que el Bogotazo del 9 de abril de l948 “partió en dos la historia de Colombia”. Pero no es así. Lejos de partir la historia, el Bogotazo tuvo la consecuencia de impedir que se partiera. La devolvió a los viejos cauces, que las reformas sociales y políticas iniciadas por la República Liberal habían tratado de cambiar. El asesinato del líder populista liberal Jorge Eliécer Gaitán, seguido por la caótica sublevación popular, provocó lo que vino: las dictaduras civiles conservadoras de Ospina, Gómez y Urdaneta, la dictadura militar conservadora de Rojas, el restringido régimen conservador-liberal-militar del Frente Nacional y sus sucesivas “post datas”, como se dio en llamar a la primera (la del “mandato claro” de López Michelsen). Y, con todo ello, la contrarrevolución preventiva de la cual hoy por fin, al cabo de 69 años perdidos, estamos empezando a salir con la firma de la paz con los grupos guerrilleros.

Se está cerrando esa etapa, si la dejan cerrarse. Porque hay muchos que se oponen en redondo a que así sea. Los mismos, sempiternos, que hace 69 años no solo mataron a Gaitán sino que además acusaron de su asesinato al comunismo, en procura de un pretexto para desencadenar la violencia. O, mejor, para justificarla, pues venía de atrás: exactamente dos meses antes de que lo mataran, Jorge Eliécer Gaitán había convocado en Bogotá una gigantesca Marcha del Silencio para pedirle al gobierno que cesaran las matanzas en los campos: para pedirle “paz y piedad para la patria”. Porque ya había empezado la violencia gubernamental y conservadora, alentada en nombre de la defensa contra lo que el jefe conservador Laureano Gómez llamaba “el Basilisco”: un monstruo híbrido formado por el gran cuerpo del Partido Liberal y su pequeña cabeza rectora y maligna, que según él era el Partido Comunista. Porque los motivos de la violencia conservadora fueron varios y variados, económicos y políticos, y sobre todo prácticos: ganar las elecciones. Pero su excusa ideológica fue el anticomunismo, que existió en Colombia desde antes de que existiera el comunismo.

El anticomunismo, ya adoptado como doctrina planetaria por el gobierno de los Estados Unidos en su forcejeo con la Unión Soviética, vino a recibir el espaldarazo colectivo de la Conferencia Panamericana reunida en Bogotá en esos mismos días de abril de l948. En esa Conferencia, en medio de la ciudad incendiada, se creó la OEA, la Organización de Estados Americanos que desde entonces ha apoyado todas las dictaduras de derecha del continente, con el mismo pretexto, refinado luego bajo del nombre de Doctrina de la Seguridad Nacional (de los Estados Unidos). Por la misma razón ha condenado la OEA las únicas dos dictaduras de izquierda: hace 55 años la castrista de Cuba y ahora mismo la chavista de Venezuela. Porque el comunismo de entonces es el mismo “castrochavismo” que hoy denuncia aquí la derecha de Uribe y Ordóñez en la compañía proclamada, sin despertar el más mínimo asomo de rechazo, del jefe de sicarios del cartel de Medellín.

Así como el anticomunismo existió en Colombia desde antes de que hubiera comunismo, así también persiste todavía cuando el comunismo ya no existe. Como en aquellas islitas perdidas del Pacífico en que una guarnición de soldados japoneses no se enteró de que ya no había Guerra Mundial, en este país la Guerra Fría no ha terminado. 

POLITICA

EL ESPECTADOR

EL DERECHO ESENCIAL A OPONERSE
Editorial

Hacer oposición política en este país de gobiernos con mayorías avasalladoras, y donde quien piensa diferente debe cargar encima estigmas hostiles, siempre ha sido un ejercicio precario, sujeto a lógicas que favorecen las alianzas clientelistas por encima de los desacuerdos ideológicos y genuinos. Por eso en muchas ocasiones quienes se han declarado opositores terminan entrando en el juego de lo que hoy se llama “mermelada” y siempre ha sido tráfico de influencias, cohechos o compras de conciencias, para terminar dejando a un lado sus diferencias.

En ese contexto, es motivo de celebración que por fin el país esté ad portas de tener un Estatuto de la Oposición. Aprobado vía fast-track como desarrollo de uno de los compromisos en La Habana entre el Gobierno y las Farc, actualmente se encuentra esperando conciliación un proyecto que formaliza el ejercicio de la oposición en Colombia, les otorga beneficios no menores a quienes deseen hacer contrapeso político al Gobierno, y promete introducir nuevas e interesantes dinámicas en el debate público nacional.

La primera gran medida del Estatuto de Oposición es que obliga a la formalización de quienes deseen oponerse. Un mes después de las elecciones, todos los partidos deberán manifestar si se alinean con el Gobierno, se declaran independientes o si oficialmente serán parte de la oposición. La clave está en que esta última opción ofrece varios beneficios.

Por ejemplo, los partidos de oposición tendrán 30 minutos mensuales de tiempo al aire en horario prime time de televisión y radio para exponer sus ideas.

Además, en uno de los puntos más interesantes, la oposición tendrá derecho a tres réplicas anuales cuando el presidente haga una alocución, en el mismo espacio y con la misma duración. Ojalá los partidos pequeños, acostumbrados a rogar por los reflectores, aprovechen adecuadamente esa oportunidad de tener la atención nacional. Las confrontaciones, además, pueden ser una herramienta muy útil para nutrir las discusiones de Colombia.

Otro beneficio es que el candidato que sea derrotado para la Presidencia, Gobernación o Alcaldía, así como su vicepresidente, tendrán curules automáticas en el Parlamento nacional o regional. Por ejemplo, en las elecciones del 2010, Antanas Mockus hubiese sido senador y Sergio Fajardo representante a la Cámara. Lo mismo a nivel local (donde no opera la figura del “vice”).

La oposición también tendrá un representante en la Comisión Asesora de Política Exterior, voz necesaria en asuntos que deberían tener el apoyo de todos los sectores políticos, y recibirá un 5 % adicional de financiación estatal anualmente para garantizar que pueda sostener su movimiento político.

Otro beneficio es que podrá definir el orden del día en el Congreso en cinco ocasiones durante cada legislatura, lo que por lo menos garantizará que se discutan temas que no estén en la agenda del Gobierno. Si un miembro de la oposición desea entrar a la burocracia, como ocurrió con la hoy ministra de Trabajo, Clara López, podrá hacerlo, pero su partido debe renunciar a todos estos beneficios.

Es una lástima que el Centro Democrático se haya abstenido de participar en la elaboración del Estatuto, argumentando que no debió ser un resultado del proceso de paz. Este es uno de esos casos donde es especialmente evidente cómo la coyuntura de la paz se puede utilizar para empezar a solucionar deudas históricas. No en vano desde la Constitución de 1991 el país había prometido, sin cumplir, que existiría una regulación especial para quienes hicieran oposición.

El resultado es una serie de beneficios que cambian varias dinámicas del poder político en el país y que prometen, por lo menos, dar más herramientas para ejercer el siempre necesario derecho a oponerse.

EL TIEMPO
PESCANDO EN RÍO REVUELTO
Guillermo Perry

No permitamos que el oportunismo nos haga perder la oportunidad de corregir lo que está mal.

‘En río revuelto, ganancia de pescadores’. Este refrán se refiere a quienes sacan provecho de situaciones de desorden. El río lo revolvieron Odebrecht, la improvisación en la implementación del acuerdo de paz y la desaceleración económica. Pero los comportamientos oportunistas agravan los problemas.

El más notorio es el del Centro Democrático, que aprovechó el descontento para lanzar su campaña presidencial encabezando una marcha contra la corrupción, que ha resultado ser un mal endémico en sus propias filas. Uribe y Ordóñez merecen un premio Ripley a la ciencia ficción. Aunque la ciencia ficción es ficción que parece realidad. Y Uribe y Ordóñez son una realidad que parece mentira. Es inconcebible que resulten ser voceros del rechazo popular contra las malas prácticas que ellos mismos entronizaron. Las marchas habrían cumplido sus propósitos de no haberse atravesado la tragedia de Mocoa. La tragedia desplazó la atención de los medios y puso de presente la mezquindad de esos propósitos en medio del dolor nacional.
Del otro lado hay un Presidente que ‘se acaba de enterar’ de que Odebrecht financiaba ilegalmente sus campañas y que a veces parece más interesado en su imagen internacional que en gobernar el país. No se hizo presente en las regiones para explicar el acuerdo con las Farc y no se lo advierte al frente de los múltiples aspectos de su implementación. Por ello se observan tanta improvisación y luchas de poder en el Gobierno. Es de esperar que el general Naranjo, como vicepresidente, corrija en algo este estado de cosas. ¡Pero falta Presidente!
Y no es que los colombianos no reconozcamos que Uribe y Santos le han prestado servicios importantes al país. Uribe doblegó a las Farc, y Santos aprovechó esa situación para iniciar un proceso de negociaciones bien concebido. Pero ambos han ido borrando con el codo lo que hicieron con la mano.
Quienes cuidan el queso (el Fiscal, el Contralor y el Procurador) están incurriendo en excesos mediáticos que dejan traslucir sus ambiciones políticas. Es muy importante que investiguen a fondo. Pero, como señaló Carlos Caballero, el Fiscal y el Contralor parecen en trance de campaña, en un abuso mediático que no tiene parangón entre quienes ocupan cargos similares en otros países. El Contralor vincula de manera irresponsable a decenas de personas a investigaciones con escaso fundamento. Estos oportunismos y exageraciones acaban diluyendo la responsabilidad de los culpables, mediante el fácil expediente de enlodar a todos.
Y hay ministros que tratan de aprovechar el ‘fast track’ para pasar reformas que le sirvan a su propia carrera.
El oportunismo impide aprovechar las oportunidades que ofrece toda crisis. Y contribuye a un ambiente de pesimismo que paraliza. Los funcionarios no deciden porque les da susto que los investiguen. Al acusar a todos de corrupción, se les permite a los corruptos camuflarse mejor. Por eso son los primeros en acusar de corrupción a los demás. Los inversionistas y consumidores dejan de invertir ante la sensación de que todo está mal. De esta manera se agravan la desaceleración y la corrupción y se corre el riesgo de no consolidar la paz.
Los ciudadanos no podemos tragar entero. Reconociéndoles sus contribuciones, debemos exigir a Uribe y a Santos que asuman su responsabilidad personal en este descuaderne. Y al Fiscal, al Contralor y al Procurador, que hagan diligentemente su tarea con discreción y responsabilidad.
Y no debemos dejarnos dominar por la desesperanza. Porque junto con el evidente despelote hay logros y oportunidades importantes. La exitosa desmovilización de las Farc no es un hecho menor. Haber superado el choque de la brutal descolgada de los precios del petróleo sin caer en una crisis, como le sucedió a Venezuela, Ecuador, Brasil o Argentina, tampoco es un logro despreciable.

MOCOA
EL ESPECTADOR
LA GESTIÓN DEL TERRITORIO

Alejandro Reyes Posada
No hay desastres naturales sino comportamientos de las fuerzas de la naturaleza. Hay desastres cuando la población destruye las coberturas boscosas protectoras que regulan las cuencas hídricas y moderan los fenómenos climáticos. La de Mocoa fue una tragedia prevista y anunciada, como puede ocurrir en otras 60 cuencas, cuyos ríos encañonados se pueden cargar con los materiales de arrastre sueltos, producto de la deforestación y la erosión de suelos, para descargarlos como avalancha de lodo y piedras sobre las poblaciones que construyeron en sus rondas, donde la tierra no debe ser urbanizada por el riesgo de arrasamiento y donde, por ser gratis, se asientan los desplazados de la pobreza y la violencia. Los desastres son el resultado de una mala distribución y uso del territorio. El próximo puede ser una avalancha del río Hacha, cuya cuenca está siendo deforestada, sobre el casco urbano de Florencia, localizada al pie de la cordillera oriental.

Colombia logró construir un sistema sólido de atención de emergencias como reacción a los desastres y comienza a dar pasos para la prevención al crear los Planes de Ordenamiento y Manejo de Cuencas Hidrográficas, POMCAS, a cargo del Fondo de Adaptación, a su vez creado para atender las obras de reconstrucción y prevención requeridas por La Niña del 2010-2011, que inundó la Costa Caribe. La pregunta es: ¿cuenta el país con el conocimiento y la capacidad para zonificar las cuencas y trazar los lineamientos para restablecer sus condiciones de funcionamiento?

En 2010 el país terminó los estudios generales de suelos, a escala 1:100.000, pero solo hay estudios semidetallados, a escala 1:25.000, en un 15 o 20 % de la superficie del país. Estos últimos son necesarios para ordenar el uso de las cuencas. Una fórmula alternativa para suplirlos fue propuesta por uno de los más respetados especialistas en suelos del país, el profesor Abdón Cortés, y fue acogida como protocolo oficial por Minambiente. Se trata de combinar toda la información física disponible y hacer el reconocimiento directo por edafólogos entrenados, con la interventoría del Fondo de Adaptación.

¿Tiene Colombia la masa crítica de expertos en suelos para realizar la tarea? El IGAC tuvo hasta 1985 una buena capacidad para hacer estudios de suelos con el CIAF, Centro Interamericano de Fotointerpretación, con apoyo de Holanda, pero desde entonces ha ido perdiendo su capital humano de edafólogos, que la Universidad Jorge Tadeo Lozano dejó de formar hace unos diez años.

Hoy, cuando el país necesita hacer una zonificación seria de sus cuencas, la situación es lamentable. Se están haciendo 60 estudios de suelos sin edafólogos, por firmas de consultoría privadas, interesadas en aumentar sus ganancias, con profesionales de carreras afines como agronomía, ingeniería catastral y otras, que no conocen los suelos ni pueden clasificarlos.

El Fondo de Adaptación tampoco tiene personal científico experto en reconocimiento de suelos y su interventoría es, por tanto, un filtro muy débil frente a las firmas consultoras. Es urgente ponerle seriedad al orden de prioridades: primero debe convocarse a los edafólogos expertos del país para que entrenen una nueva generación capaz de identificar los suelos, y con ellos deben hacerse los estudios de las cuencas, para zonificar las áreas que requieren recuperación de la cobertura boscosa y regular el uso de las restantes, excluyendo las pendientes y taludes. Con estudios superficiales y fraudulentos sin supervisión no puede garantizarse que funcionen los planes de ordenamiento de las cuencas ni desactivarse las avalanchas que amenazan a los pobres urbanos.

TODOS SOMOS MOCOA

Felipe Zuleta Lleras
Entre más veo las imágenes de lo que sucedió en Mocoa hace 10 días, más pienso en los familiares de los muertos, desaparecidos y heridos. No es el momento de buscar responsabilidades, pues ahora absolutamente todos los esfuerzos deben dirigirse a ayudar a los miles de damnificados por la avalancha.

Me preocupa sí que con Mocoa pase lo que suele pasar en este país y es que por cuenta de otra noticia abandonemos esta causa que debe ser la de los 50 millones de colombianos. Ya esta tragedia no califica para las primeras páginas de los periódicos, y así empieza el abandono de nuestros compatriotas del Putumayo.

Hay que decir que la reacción del Gobierno nacional fue inmediata y, a pesar de las dificultades, eficaz. La presencia del presidente de la República y de la primera dama sin lugar a dudas muestran la preocupación del primer mandatario frente a esta tragedia.

No faltan como siempre los personajes mezquinos que han criticado al presidente y que han tratado de aprovecharse de este drama para obtener réditos políticos. Unos políticos repugnantes que han mostrado su miserable condición humana. Por ejemplo, resulta inexplicable que los congresistas del Centro Democrático no hayan apoyado el traslado de $460.000 millones para los damnificados. Sus odios han llegado tan lejos que han preferido afectar a los damnificados con tal de joder al presidente. Ya no sé si me dan asco o lástima. ¡O ambas!

Hay que destacar la designación del ministro de Defensa, doctor Villegas, como el gerente para la reconstrucción de Mocoa. Ya Villegas había demostrado sus calidades como administrador cuando el terremoto de Armenia.

Como él mismo lo ha dicho, la situación es diferente, pues hoy el país tiene más recursos y, por supuesto, mucha más experiencia. La reconstrucción se tardará entre dos y tres años, ha dicho el ministro. Ojalá fuera menos, pero eso no parece posible. Es una lástima que en este momento el vicepresidente no sea Germán Vargas Lleras, pues si hay alguien ejecutivo en lo que tiene que ver con las obras públicas es Vargas. Demostró con creces sus credenciales como ejecutor durante su paso por el Gobierno, no solo como ministro sino como vicepresidente. No me cabe la menor duda que esa dupla Villegas-Vargas haría que las cosas se movieran mucho más rápido. Vargas Lleras conoce como nadie el tema de los problemas cuando se trata de obras de infraestructura. Pero bueno, por ahora anda descansando para arrancar su carrera hacia la Presidencia.

Por lo pronto hay que insistir en que no vayamos a olvidar a Mocoa, que esta no sea una noticia más. Clave que el sector privado siga vinculado al tema como lo ha prometido. Que el Estado no se vaya a enredar en vericuetos burocráticos y que todos los damnificados puedan volver a la vida apacible que tenían hasta la semana pasada.

Notícula: Con todo y las agrias críticas que sus malquerientes le hacen al fiscal general, hay que decirlo: ha demostrado tener pantalones en temas como la corrupción.

EL TIEMPO
FRASES DE CAJÓN

Mauricio Vargas
Hace seis años, el Gobierno anunció que iba a “blindar al país contra el cambio climático”.

Más de 310 vidas se llevó el desastre de Mocoa, capital de Putumayo, ocurrido el sábado 1.°. La avenida de tres ríos que convergen en la ciudad y que, tras varias horas de lluvia, cargaban lodo, troncos y piedras, arrasó con una treintena de barrios y, aparte de las víctimas fatales, generó miles de damnificados sin techo y sin los servicios más elementales. Culpar a la lluvia es cínico. Durante meses –y años– hubo advertencias –algunas muy detalladas– sobre el peligro que corrían los habitantes de estos barrios, pero ni las autoridades locales ni las nacionales las escucharon.

Tras los desastres invernales del 2010 y el 2011, el presidente Juan Manuel Santos creó el Fondo Adaptación, con la promesa de “blindar al país contra los efectos del cambio climático”, un objetivo urgente ya que el propio mandatario citó entonces estudios de expertos internacionales que incluyen a Colombia entre los cinco países más afectados por este desbarajuste, con temporadas de lluvia jamás vistas y largos períodos de sequía.
La tragedia de Mocoa indica que el tal blindaje se quedó en frase de cajón. Si ni siquiera está listo el fortalecimiento del dique en el sur del Atlántico, que la Niña de inicios de la década reventó, ¿qué se puede esperar de obras de reubicación preventiva de barrios enteros, como las que hacía falta adelantar en la capital de Putumayo? 
Este ha sido el gobierno de las frases de cajón. Y aunque por fortuna no todas han sido desmentidas por saldos fatales como el de Mocoa, es bueno recordarlas no para que la actual administración corrija –poco tiempo le queda–, sino para que sirva de lección a la que viene, en el sentido de evitar las oraciones grandilocuentes y concentrarse más bien en la gestión efectiva. 
¿Cuántas veces dijeron las autoridades que “Colombia está blindada” contra el frenazo del comercio mundial y la caída de los precios de los productos que exportamos? Lo dijeron, se lo creyeron, y nos clavaron una avalancha de impuestos que tiene ahogada a la economía y ha matado la generación de empleo. De paso, ha puesto en evidencia otra frase de cajón del Gobierno: “Tenemos el desempleo en un solo dígito”. Ese indicador ya lleva dos meses en dos dígitos (11,7 por ciento en enero y 10,5 por ciento en febrero). Justificaba el Gobierno el cacareado blindaje económico en que el país era capaz de alcanzar y sostener la meta de producir “un millón de barriles diarios de petróleo”. Pero esta frase también quedó en el cajón, pues hoy la cifra apenas supera los 800.000 barriles cada 24 horas. 
No pueden quedar fuera de la lista “las locomotoras”, que, según dictó el presidente Santos al inicio de su primer mandato, impulsarían el desarrollo de Colombia. Solo dos –infraestructura y vivienda– han caminado, aunque se verán afectadas este año por la estrechez fiscal y el pobre desempeño de la economía. Pero hay tres que en vez de veloces y potentes locomotoras, se movieron como lentos y débiles caracoles: la agricultura, la minería y la innovación científica y tecnológica. 
Y claro, no olvidemos la más reciente de esas frases de cajón, dicha y repetida por el Presidente en semanas recientes: “Ningún funcionario de mi gobierno ha sido acusado de recibir sobornos de Odebrecht”. El tráfico de influencias, movido por millones de dólares, para favorecer contratos de esa firma, llevó a la Fiscalía a anunciar las primeras imputaciones de cargos penales a funcionarios. Pero, tranquilos: la culpa, como sugiere el Presidente, es de los medios y los periodistas.
* * * *
Seguiré. Algunos opinadores pretenden, con ataques dirigidos a mí, que deje de analizar y opinar sobre el Gobierno y sobre algunos aspirantes a heredar el puesto del presidente Santos. Me resbalan sus bajezas. Seguiré diciendo lo que pienso, con entera libertad.

DESTRUCCIÓN PARCIAL
Rudolf Hommes
Este ha sido un ejemplo de buen gobierno que ojalá se repita ahora en la reconstrucción de Mocoa.

La destrucción parcial de Mocoa es una tragedia que pone en evidencia la precariedad de nuestras vidas frente a los fenómenos naturales y sirve de advertencia a quienes de una u otra forma hemos contribuido a irrespetar la naturaleza, ya sea por acción o por emisión.

El número de muertos y desaparecidos ya suma varios centenares, y faltan datos. El enorme sufrimiento de las víctimas ha estado permanentemente expuesto en las pantallas de televisión, y quizás nadie ha sido indiferente a tanto padecimiento. Es el momento de reflexionar sobre el daño que causan la imprevisión, la ignorancia y la falta de conciencia ambiental, que conducen a atentar contra la naturaleza.
Ya había sucedido algo parecido, pero hace cincuenta años, y no fue suficientemente disuasivo. Posiblemente, los particulares y las entidades oficiales no tenían plena conciencia del daño ocasionado al medioambiente, y menos del peligro. Por eso parece fútil tratar de atribuir responsabilidades. Más productivo es aprender para que no se repitan estos episodios, que afortunadamente no son frecuentes pero tienen consecuencias desastrosas, como ha sido el caso de Mocoa, y emprender con voluntad inequívoca la transformación de esta capital departamental y la plena incorporación de la ciudad y de Putumayo a la nación.
La destrucción de este municipio y la manera realmente admirable como ha respondido el Gobierno Nacional, con el Presidente a la cabeza y personalmente comprometido, puede convertirse en un ejemplo de que el Estado colombiano no es inoperante cuando hay voluntad y de que en este caso, por lo menos hasta ahora, no ha sido evidente el “derrumbe parcial” que padece, en opinión de James Robinson, un destacado maestro de varios jóvenes colombianos y analista de la economía y la sociedad colombiana (‘El Espectador’, 1-4-2017).
La destrucción parcial de Mocoa puede ser el punto de partida para que el Estado se recupere de la postración parcial que Robinson le atribuye. La diligencia del Gobierno que se ha observado en Mocoa en los últimos días también fue característica de la forma como se forjó el acuerdo de paz con las Farc. Lo que lo ha hecho posible ha sido el compromiso inequívoco y la voluntad férrea del presidente Santos de sacarlo adelante, la cuidadosa preparación que antecedió a la negociación y la disciplina del Gobierno y los negociadores de ambos bandos. Este ha sido un ejemplo de buen gobierno que ojalá se repita ahora en la reconstrucción de Mocoa y se aplique en la concreción de la paz en Colombia.
Después de firmado el acuerdo, salvo para aprobar leyes por la vía del ‘fast track’, al Gobierno le han hecho falta esos mismos elementos para pasar a etapas concretas de su aplicación material que son determinantes del éxito. Lo que se requiere en lo que queda de esta administración y en la siguiente es un compromiso y una voluntad comparables a los que hicieron posible el acuerdo, que se han exhibido ahora de nuevo en Mocoa. Son indispensables para suspender el derrumbe parcial del Estado y rescatarlo de su actual condición de rehén de una clase política a la que le llegó la hora de transformarse para contribuir al bien común o desaparecer. Volver a crear a Mocoa y organizar un Estado libre de corrupción, con plena capacidad de responder a los retos que le impone el momento histórico, la oportunidad de ponerle fin a más de medio siglo de atrocidades y a una tradición de clientelismo e impotencia parcial que se remonta a la Colonia son propósitos en los que los intereses del Gobierno y la oposición, de izquierda o de derecha, deberían estar alineados. Darle plena capacidad de operar al Estado puede ser un propósito común.
CONTAMINACIÓN
EL ESPECTADOR

MORIRSE DE AIRE

Héctor Abad Faciolince
Es mucho más probable que a usted o a mí nos mate un accidente de tráfico, o la mala calidad del aire, que la bala de un guerrillero, un ladrón o un paramilitar. Antes a mis amigos los mataban las balas; ahora los matan las motos, los carros, los taxis, o el aire que esos mismos vehículos emiten en las ciudades. Los mata la asfixia o el accidente; los mata el cáncer o la neumonía. A los políticos les encanta marchar contra otros políticos que odian, y anunciar que la muerte tiene cara de guerrillero, de soldado, de policía o de paramilitar. Pero si se midiera la verdadera dimensión de los problemas deberíamos marchar contra el diésel y la gasolina, contra el exceso de velocidad, contra la descontrolada proliferación de carros y motos, y contra todos aquellos que se enriquecen a cambio de enfermarnos.

En lugar de marchar contra los políticos que firmaron la paz o contra los tribunales especiales para saber la verdad, deberíamos marchar contra los políticos que no privilegian el transporte público limpio en lugar del transporte individual; deberíamos marchar contra la política que no les pone límites a las emisiones o a la velocidad; contra los políticos que no estimulan la caminata o la bicicleta; contra los que mienten diciendo que comprarse una moto es la solución ideal para los pobres y comprarse otro carro lo mejor para los ricos. Contra aquellos que, por una supuesta defensa del comercio, llenan de enfermos los hospitales. Cuando se observan las cifras de la salud pública se sabe que las prioridades son históricas, y que la prioridad de hoy es la ambiental.

A veces pasa que en ciudades separadas por el océano (y por las más abismales diferencias culturales) ocurren al mismo tiempo las mismas cosas. En Londres y en Medellín pasó lo mismo esta semana: se declaró una alerta ambiental por la mala calidad del aire. La reacción de las autoridades, sin embargo, fue muy distinta. El alcalde de Londres exigió a los fabricantes de carros y camiones que reemplazaran el diésel por gasolina limpia; destinó más recursos para el estímulo de las bicicletas y los vehículos híbridos; decidió reforzar los peajes urbanos que desestimulen el uso del automóvil en ciertas zonas y reconoció los efectos devastadores del aire contaminado en la salud de los niños y ancianos. No dijo que la imagen de Londres se iba a afectar.

El secretario de Gobierno de Medellín, Santiago Gómez, y alcalde encargado, ante las alertas emitidas incluso por entes municipales, y de muchos médicos, declaró que esto era desinformación, que Medellín “no es una ciudad contaminada”, que “los carros y las motos mueven la ciudad”, y que la gente “tiene moto porque el sistema es muy costoso y hay muy mal transporte público”. Añadió que insistir en la calidad del aire puede afectar nuestro turismo de eventos y hacer que menos pacientes extranjeros vengan a operarse. Y terminó diciendo que ni siquiera se sabe cuántos cigarrillos dan cáncer, así que menos se sabe cuál es la mala calidad del aire que enferma o mata a las personas.

En lo que dice el alcalde encargado lo único que no es mentira es que el transporte público es todavía malo y costoso (aunque sea el menos malo del país). Pero un alcalde no justifica así la compra enloquecida de motos, sino que propone remedios. Transporte público integrado, energía limpia, bicicletas. Un buen concejal, Daniel Carvalho, nos da cifras precisas: en Medellín había 300 mil motos en 2007, hoy hay unas 800 mil y al ritmo que van serán más de dos millones dentro de tres años. El incremento en los carros también es inmenso. Y como es obvio, las muertes en accidentes de tránsito (sobre todo motos y peatones) ya son casi iguales al número de homicidios: alrededor de 400 al año. Pero a estas muertes se deben sumar al menos una parte de los decesos por enfermedades respiratorias, que son más de 7 mil anuales. Es de esto de lo que más nos estamos muriendo prematuramente, y es a esto a lo que hay que darle solución.

ESTADOS UNIDOS-SIRIA
EL ESPECTADOR

CUANDO LA POLÍTICA “DISPARA”

Luis Carvajal Basto
El ataque de Estados Unidos en Siria más que una acción militar es una jugada  a tres bandas  que persigue: 1) Mejorar la gobernabilidad del presidente Trump en su propio país, en un momento en que incluso congresistas republicanos vacilaban en respaldarlo. Representantes demócratas han sugerido que puede ser una manera efectiva para negar su connivencia con Putin y descartar, en la opinión, el apoyo que este pudo darle para ser elegido; 2) “Realinear” y notificar a los países de la OTAN ,3) Ejercer el predominio militar de Estados Unidos, como había prometido a sus electores.

La situación e imagen del gobierno Trump no había hecho más que deteriorarse desde que asumió. A sus derrotas en los estrados judiciales y el congreso, que echaron atrás decisiones  sobre inmigración y su contrarreforma al sistema de salud del presidente Obama, le acompañó una caída permanente de su favorabilidad en la opinión. Si bien ganó las elecciones  gracias al sistema electoral, perdiendo  en el voto popular, un 54.6%, de acuerdo con un promedio de encuestas, pensaba, hasta el pasado 4 de abril antes del ataque, que la dirección del país iba por el camino equivocado. Otras encuestas dicen que su aprobación se había reducido hasta un 35%.Desde ese punto de vista, puede afirmarse que los misiles fueron disparados contra su creciente impopularidad.

Luego de su anunciado retorno al proteccionismo, coincidiendo con los promotores del Brexit, y los reclamos a sus socios en la OTAN, Trump no ha sido en Europa el presidente norteamericano más popular. Con el ataque su postura se revitaliza y, además de Inglaterra, ahora los gobiernos de Alemania y Francia le han respaldado. ¿Harán lo mismo cuando dispare para otro lado?

Pudiéndose decir muchas cosas del bombardeo, no se puede afirmar que  sea incongruente con lo que Trump candidato había ofrecido: La reafirmación  del poderío militar de  Estados Unidos. El miedo como principal argumento, un “estilo” que continuará siendo esgrimido, velada o abiertamente, de aquí en adelante. Su desafío al Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, donde Rusia y China han resguardado al gobierno Sirio, inaugura un nuevo escenario : el país que hoy preside ese Consejo, dispara primero y explica después, saltándose a su propio congreso, que  no fue consultado, ante una situación que si bien es insoportable, no representaba riesgo inminente e inmediato a sus ciudadanos.

Una vez más se ha confirmado que la política internacional es una extensión de la interna, como en los tiempos de Maquiavelo, antes  del  Estado Nación y los  gobiernos democráticos. Se inaugura un periodo en que al mundo lo gobernará la incertidumbre, en ausencia de unas reglas respetadas y acatadas. Con el ataque el problema Sirio no se va a solucionar ni se pondrá fin a los desafueros y la amenaza terrorista del Estado Islámico. Estados Unidos repite historias conocidas, como en Irak o Libia, cuyas consecuencias han concluido en  la situación que tenemos ahora.

Hace más de 20 años un Economista visionario, el profesor Lester  Thurow, vaticinó, y el tiempo le dio la razón, que las guerras del siglo 21 serían guerras comerciales. No pudo anticipar, sin embargo, la precariedad de las instituciones políticas internacionales y los principios éticos y morales, par y paso con el desarrollo tecnológico, del conocimiento, el comercio y la economía. Por eso en escasos meses de gobierno Trump, países como China o Rusia han hablado, en algún momento, de la confrontación nuclear; del holocausto.

Es una pena que sea así, pero la situación que vive el mundo inevitablemente recuerda a  Von Clausewitz cuando afirmó que “La guerra es la continuación de la política por otros medios”. También dijo que una de las causas de las guerras es el  Azar que, en este periodo de incertidumbre, empieza a “gobernarnos”. En realidad, lo que vemos es el fracaso de la política en su acepción  democrática. Un retroceso en la historia de las instituciones y el desarrollo humano.

UN AJEDREZ MUY DIFÍCIL

Luis Carlos Vélez
Cuando Estados Unidos lanza misiles, es un problema de todos. Por muy inmersos que estemos en nuestros asuntos internos es determinante seguirle el hilo a los grandes hechos globales, porque de una u otra forma nos afectan.

Hace unos días el presidente Donald Trump dio luz verde a una operación militar contra Siria. Información preliminar habla de cerca de 59 Tomahawks disparados desde buques militares estadounidenses. El blanco, según las voces estadounidenses: la base aérea desde donde, hace poco más de una semana, aviones ordenados por el gobierno de Bashar al-Asad, salieron para disparar agentes químicos en contra de su propio pueblo. Hasta ahí el titular que muchos obtuvieron, pero la realidad es que tras la ofensiva hay más preguntas que respuestas. Me explico.

Reportes de prensa rusos muestran que el ataque de EE. UU. no cumplió plenamente con sus objetivos. De hecho, basado en las primeras imagines de la acción militar, se podría concluir que fue un fracaso. No hubo grandes daños a la base, afectaciones a los aviones y mucho menos soldados muertos. En tiempos de sofistificación satelital y teniendo en cuenta la precisión militar de EE. UU., los resultados están lejos de ser motivo de celebración. Otros reportes de prensa sugieren que desde Washington se alertó a los soldados rusos en esa base para que evacuaran el lugar antes del bombardeo. Relatos de los locales indican que hubo prácticamente un abandono de la estación horas antes de que llovieran misiles.

Entonces, hay que preguntarse: ¿EE. UU. tuvo la intención de hacer un ataque defectuoso a la base Siria que provocara el menor número de bajas posible? La política internacional es un ajedrez tridimensional y muchas veces lo que se ve no es lo que parece. Permítame explicarme.

El presidente Donald Trump pasa por un muy difícil momento interno. Desde que empezó su presidencia, que no ha cumplido aún cien días, no ha podido ver un amanecer de calma en la investigación por una supuesta intervención de los rusos en su campaña a la Casa Blanca. Las autoridades tratan de determinar si el candidato republicano ganó las elecciones con algún tipo de interferencia o ayuda desde Moscú. Por lo tanto, lo que muchos se preguntan es: ¿qué tanto le debe Trump a Putin? ¿es el presidente de EE. UU. un rehén de Rusia?

Dado el respaldo de Rusia a Siria, un ataque de Washington al régimen de Bashar al-Asad es una afrenta directa de Trump a Putin. A simple vista sería una demostración de independencia que sellaría esas preguntas que hacen titulares todos los días. Pero, ¿qué pasa si el ataque resulta más espectacular que real? Sería un escenario donde ganan todos: Trump se desmarca de Putin y este hace rabieta para mantenerse cerca de Siria y los daños en tierra, tal y como se ha ido demostrando, prácticamente inexistentes. Una mostrada de dientes que deja muchos ganadores.

Por ahora preguntas. Muchas preguntas, que innegablemente son hechos que nos recuerdan que en tiempos de guerra, la verdad siempre resulta afectada.

Entretanto, un recordatorio: Haber respaldado el proceso de paz no nos obliga a comulgar con la soberbia, conejos y violaciones del Acuerdo por parte de las Farc. Lo negociado se debe cumplir, no solo por parte del Gobierno, sino también por parte de la guerrilla. Se les ve muy campantes haciendo política y no han cumplido nada. Pendejos no somos.

ECONOMIA

EL ESPECTADOR

LA PIRÁMIDE PENSIONAL

Eduardo Sarmiento
La comisión de gasto designada por el Gobierno ha manifestado su preocupación por el sistema pensional que genera una rogación presupuestal de $ 38 billones. El monumental desajuste proviene de la reforma de la ley 100 de 1993, en la cual muchos de ellos tienen serias responsabilidades. En ese entonces, al igual que en columnas posteriores, mostré que la reforma dejó a los pensionados en el Estado y trasladó las cotizaciones a las AFP.

Los hechos se han encargado de demostrar que el sistema se copió de Chile sin saber sus implicaciones. En los estudios realizados en esa época por los centros de estudio y por el Gobierno, liderados por Rudolf Hommes, el sistema privado se justificaba porque producía mayores rentabilidades. Por su parte, las AFP convirtieron la intuición en propagandas y artificios que convencieron al público de que sus empresas generaban mayores pensiones.

En el sistema público de prima media, antes de la ley 100, las pensiones se cubrían con las cotizaciones de los afiliados al sistema. En la modalidad privada corresponden a las cotizaciones acumuladas y ampliadas por la tasa de interés. La reforma significó la movilización masiva hacia los fondos privados. El sistema público se quedó con los pensionados y tenía que atenderlos en forma creciente con erogaciones presupuestales. De otro lado, las AFP obtenían recursos por encima de las obligaciones y los movilizaba al sector financiero, muchas veces para apalancar a sus propios socios. Así, los gastos presupuestales destinados a las pensiones subieron aceleradamente y en la actualidad ascienden a $38 billones. Los directivos de las AFP se han precipitado a atribuir el monumental desbalance a las bajas cotizaciones con respecto a las pensiones.

La realidad es muy distinta. La falacia se fundamenta en el engaño de que los usuarios reciben mayores beneficios en el sistema privado. De acuerdo con las disposiciones vigentes, las mesadas del

sistema de prima media corresponden al 65% del ingreso promedio de los últimos años, y de acuerdo con la aritmética elemental y las liquidaciones realizadas por los mismos fondos, la mesada de las AFP se estiman cerca de 25%. Sin duda, la ley 100 ocasionó la reducción generalizada de las pensiones.

La situación actual es crítica. Mientras que en el pasado por cada adulto mayor había diez cotizantes, hoy en día hay únicamente dos. La diferencia la cubre el estado con las erogaciones presupuestales, que en esencia constituyen un subsidio al sector privado para sostener una pirámide. En el momento en que el público entienda que la rentabilidad del sistema de prima media es mucho mayor que el de las AFP se pueden precipitar grandes movimientos que colocarían a las AFP en un estado de pasivos menores que los activos, que las tornarían inviables. El sistema es claramente inestable. La estabilidad de las AFP proviene del marchitamiento del sistema público, que es el que ofrece mayores posibilidades de acceso a los grupos menos favorecidos, y la reducción del subsidio significaría la desaparición de las AFP.

La solución no es mantener el engaño. Lo que se plantea es reconocer que la reforma de la ley 100 de 1993 fue un monumental error que ha colocado al país entre una erogación fiscal insostenible y la insolvencia de las AFP. La propuesta dominante de cerrar Colpensiones o elevar las cotizaciones con relación a las pensiones sería una forma de continuar incrementando las ganancias del capital a expensas de los ingresos del trabajo.

La solución no puede ser otra que separar los dos sistemas que no pueden sobrevivir sin la destrucción del otro. En la práctica se podría lograr ampliando el sistema de prima media y limitándolo para los salarios menores de 1.7 salarios y dejando los fondos privados para rentas superiores.

ADMINISTRANDO PÉRDIDAS

Indalecio Dangond B.
En su último informe de rendición de cuentas, al ministro de Hacienda, Mauricio Cárdenas, se olvidó de mostrarle al país las enormes pérdidas que están generando varias empresas donde el Estado tiene participación accionaria.

También se le olvidó al ministro Cárdenas contarles a los colombianos su desacertada e incompresible decisión de seguir capitalizando dichas empresas con dineros que recauda de los impuestos de los colombianos a través de sus permanentes reformas tributarias.

Causa muchísima indignación que el ministro que tiene el cargo de custodiar las finanzas públicas de nuestro país siga inyectándole el recaudo de los impuestos a empresas inviables, seriamente cuestionadas por la gestión administrativa y envueltas en escándalos de corrupción. Las administraciones de Reficar, la Agencia Nacional de Minería, Gecelca, Bionergy, Cafesalud y Colombia Telecomunicaciones, entre otras, son una vergüenza nacional.

Según un informe reciente de la Contraloría General de la República, Cafesalud, por ejemplo, a pesar de ser la EPS más grande en afiliados del país, pierde semanalmente 13.000 millones de pesos y el Ministerio de Hacienda no hace absolutamente nada para atajar esa debacle financiera. Del informe de la CGR se deduce que en esta EPS ni siquiera conocen la cuantía de los pasivos a su cargo, no tienen certeza de cuántos recursos pueden recuperar de sus cuentas por cobrar y cada día aumentan de manera excesiva sus gastos operacionales. En lenguaje parroquiano, es una empresa inviable.

La situación de Colombia Telecomunicaciones —COLTEL— es similar. Desde su creación en el 2003, cuando suscribió un contrato de explotación de los bienes y activos con TELECOM en liquidación y las Teleasociadas, no ha podido repartir dividendos. La historia de este fracasado modelo inicia en el año 2005, cuando el Gobierno comenzó a buscarle un socio estratégico para garantizarle la sostenibilidad financiera a COLTEL. Un año después (mediante subasta pública), le entregaron a la empresa española Telefónica el control de COLTEL a cambio de una capitalización en efectivo por 853.577 millones de pesos.

Cuatro años después, a finales del 2010, comenzaron a incumplir los pagos a los pensionados de Telecom, propiciando una nueva capitalización a esta empresa. En el año 2012, mediante el documento Conpes 3721, se autoriza al Ministerio de Hacienda una tercera capitalización por 3.5 billones de pesos para evitar la quiebra de COLTEL y garantizar el pago del pasivo pensional.

A pesar de todos estos esfuerzos financieros del Gobierno, COLTEL sigue presentando una rentabilidad financiera negativa y en vez de liquidar esta sociedad, el Gobierno acaba de anunciar otra capitalización por 1.2 billones de pesos, que corresponde al 20% de lo que se recaudará incrementalmente por la reforma tributaria en el 2017. Ya entendemos por qué enviaron un mensaje de urgencia al Congreso de la República, para que apruebe (en plena Semana Santa) una adición presupuestal de 6.5 billones de pesos. La Contraloría debería abrirles —de oficio— una investigación a quienes participen en esta irresponsable decisión.

No hay derecho, ministro Cárdenas, que sigan destinando los impuestos de los colombianos para tratar de resucitar estas fracasadas empresas. Además, no tiene sentido que el Estado participe en negocios donde también ejerce como regulador, ya que ello constituye un claro conflicto de interés.

No siga subsidiando quiebras y administrado pérdidas.

LA CONFIANZA

Santiago Montenegro
En estos tiempos en que se habla tanto de corrupción y de una economía que difícilmente crece al ritmo de la población —lo que quiere decir que el ingreso per capita está estancado—, es útil recordar que el desarrollo económico requiere tanto de empresas privadas, que produzcan libremente bienes y servicios para el mercado, como de un Estado que provea bienes públicos, como seguridad y justicia, que financia con impuestos a las personas y a las empresas privadas.

En esta ecuación, los conceptos claves son la confianza y la libertad que tienen las personas para producir y para consumir lo que creen que más les conviene, libertad a la que renuncian parcialmente para confiar que un Estado los proteja de la violencia y los abusos de los más fuertes y para que sancione a las partes que incumplen los contratos libremente acordados.

En este sentido, jamás podrá haber desarrollo dinámico sin economía de mercado y sin un Estado que provea esos bienes públicos fundamentales. Dependiendo de las condiciones históricas y culturales de cada sociedad, el Estado puede hacer otras cosas, además de la provisión de bienes públicos esenciales. En Europa occidental, por ejemplo, especialmente después de la Segunda Guerra Mundial, se crearon los Estados del Bienestar, que se encargan de proveer también servicios universales en educación, salud, vejez y protección a las personas con discapacidad, servicios que financian con impuestos, que, muchas veces, alcanzan mas del 50 por ciento del PIB.

En el extremo opuesto están varios países de América Latina, como Colombia, que soñando con proveer servicios sociales como en Europa, tienen estados precarios, incapaces de lograr el monopolio de la fuerza legítima sobre todo el territorio, e incapaces también consolidar una justicia eficiente.

En esta forma, caímos en un círculo vicioso de un Estado que no es capaz de cumplir las funciones esenciales de su razón de ser y una economía precaria e informal, frenada por la falta de confianza para embarcarse en contratos que se extienden en el espacio y en el tiempo, precisamente los que exigen actividades de alta productividad y elevado valor agregado, que son los que más necesitan la existencia de un Estado creíble y eficiente. Porque el Estado es precario, la economía es igualmente precaria; y porque la economía es precaria, el Estado es también precario.

Nuestros gobiernos hacen reformas tributarias cada 20 meses y no logran que los recaudos de impuestos suban por encima de un 15 % del PIB, quizá solo tres puntos más de los que teníamos a mediados del siglo XIX. Esta situación solo cambiará cuando se entienda que la falta de confianza ha hecho que mas de un 50 % del PIB sea informal, plagado de actividades de bajísima productividad, de contratos a la vista y de transacciones en efectivo que no dejan traza para escapar del control y los impuestos.

Por supuesto, no estamos tan mal como en Venezuela, en donde decidieron erradicar al sector privado y lo que lograron fue acabar también con el Estado. El Estado de derecho lo transformaron en una dictadura que, a su vez, eliminó la justicia, la seguridad, la libertad y por supuesto la confianza.

En Colombia no podemos olvidar lo que olvidaron en Venezuela. Que la riqueza, antes que repartirla, hay que generarla. Y que quien genera la riqueza es el sector privado en un ambiente de genuina confianza y libertad.

LA VORACIDAD DEL ESTADO

Juan Carlos Gómez
De los innumerables impuestos, tasas, contribuciones y gravámenes que existen, ninguno más infame que el impuesto predial, especialmente cuando recae sobre la vivienda, para muchos el único patrimonio con el que cuentan. Cada año por estas fechas cuando se empiezan a vencer los plazos para el pago del impuesto predial, muchos ciudadanos tienen que recurrir a préstamos y otras maromas para no incurrir en mora, una catástrofe que arrasaría con el inmueble.

El avalúo catastral como base para la imposición del gravamen aumenta cada año, lo cual es una ficción, cuya única consecuencia es pagar más y más. El monto de los avalúos de las viviendas se ha venido elevando especialmente en los últimos años sin que eso le signifique beneficio alguno al contribuyente, distinto de tener que pagar más. La gente no protesta como debería protestar; no es en lo absoluto un problema solo para “los ricos”. Es peor para los propietarios de las viviendas más modestas, pues el pago del predial se lleva una porción bastante considerable del ingreso familiar. Se está armando una bomba de tiempo que no les importa en lo absoluto a las autoridades, pues mientras gobiernan patean el problema hacia delante, para el próximo alcalde, con tal de recaudar y gastárselo todo durante su cuatrienio. El problema del predial en ciudades como Bogotá es que desde hace muchos años el contribuyente no percibe ningún beneficio. Aspectos como la calidad del aire, la movilidad, la seguridad y el transporte que le dan valor a una ciudad, se deterioraron enormemente, de tal forma que en muchos frentes el actual alcalde tuvo que empezar de nuevo. La ciudad como ciudad no vale lo que nos están cobrando a través del impuesto predial. La voracidad del Estado es insaciable y muy pronto los ingresos que producen las sucesivas reformas tributarias se quedan cortos. Lo grave no solo es el dinero que se pierde en los innumerables casos de corrupción, sino los billones de pesos que se desperdician. Tal vez lo que más molesta de la voracidad del Estado son esos funcionarios que reparten a manos llenas bienes y subsidios, como si fuera un acto personal de generosidad.

EL TIEMPO
EXAGERAR ES MENTIR
Cecilia López Montaño
No es cierto que ‘la clase media tuvo una fuerte progresión, aumentando de 37% al 55%’ (BID, 2016).

Un principio fundamental impuesto por mi padre, q. e. p. d., era que “exagerar es mentir”. Es algo que llevamos muy adentro en mi familia, y por eso nos sorprende cada vez más que se haya vuelto una práctica generalizada entre los individuos, e inclusive en respetadas instituciones internacionales. Esa reacción me produjo el informe del BID sobre Colombia del 2015, titulado ‘Colombia: hacia un país de ingresos altos con movilidad social’. Sin duda, trae un análisis e información muy valiosos porque realmente, desde una perspectiva de mediano plazo –y no como hacemos ahora, solo medir el último año–, Colombia muestra progreso en todos sus indicadores.

Nadie niega el descenso en la pobreza hasta el 2015, cuando subió de nuevo levemente, e inclusive la reducción en la proporción de la población que no recibe bienes públicos, incluyendo el 2016. El crecimiento promedio hasta el 2015 es verdad que fue positivo, y que ahora estamos en una desaceleración menos dramática que la de otros países similares a Colombia, obviamente con excepciones, como Perú y Panamá. Todo esto es correcto, y el Gobierno probablemente no ha sabido venderse adecuadamente; sus 7 años de administración poco lo muestran y dejan que solo se mire cuando las cosas empezaron a destorcerse, en el 2015.
Pero el siguiente párrafo de la página 22 de ese texto tiene un problema grave. Es absolutamente cierto que, como lo afirma el BID, “los indicadores sociales también mostraron un avance positivo. En el período 2002-2014, el desempleo pasó del 16 % al 9 %.” y el Gini mejoró levemente, de 0,57 a 0,54, en el mismo período. La pobreza disminuyó al 29 %. Lo que no es cierto es que “la clase media tuvo una fuerte progresión, aumentando de 37 % al 55 %” (BID, 2016). Si fuera así, otra sería Colombia. Ni siquiera el Gobierno ha dicho semejante exageración. Sí ha aumentado la clase media, pero está en cifras cercanas al 36 %. El problema nace de olvidarse del nuevo mayor sector de población de América Latina y de Colombia: los vulnerables –en el 2014, para América Latina fueron el 38,9 % y para Colombia, el 37,6 %–, aquellos que ya superaron la línea de pobreza pero pueden volver a caer fácilmente por debajo de esta. Y esto lo dijo el Banco Mundial hace algunos años: este sector es el mayor reto social que tiene Colombia, porque si vuelven a la pobreza habremos perdido 50 o más años de desarrollo.
El Gobierno se hizo el loco y no lo mencionó cuando presentó las cifras de pobreza recientemente, pero el BID suma este grupo a la clase media, lo que es claramente una exageración y, por lo tanto, una mentira. Si lo hicieron para ayudar al Gobierno colombiano, lo que hacen es perjudicarlo. A este sector mayoritario no se le puede ayudar como se ha hecho con los más pobres. ¿Se imaginan darles transferencias condicionadas a casi tres cuartos del país? Imposible. Es ahora cuando la universalización –y no solo la focalización– de la política social se vuelve un imperativo.
Considerar a los vulnerables como clase media es nivelar por lo bajo este sector, que, precisamente por poder satisfacer todas sus necesidades básicas y poder empezar a ahorrar, son en todas las sociedades el sustento de la democracia y la demanda interna. Lo que se requiere es reconocer la existencia de los llamados vulnerables y, dentro de las limitaciones de siempre, no solo impedir que vuelvan a caer en la pobreza, sino que ingresen a esas clases medias bien definidas.
La consecuencia de este error del BID es que respetados columnistas empiezan a repetir en los medios esta cifra. Claro que la clase media dejó de ser marginal en Colombia y es más grande que la pobreza. Pero decir que la mitad de Colombia está en ese grupo y que por ello ya somos como algunos países mucho más desarrollados que nosotros no le hace bien al análisis de la realidad colombiana, y menos a los millones de vulnerables.

PARA PENSAR
EL ESPECTADOR

ASFIXIADOS

Piedad Bonnett
En entrevista reciente, el expresidente de Uruguay, José Mujica, gran reivindicador del olvidado sentido común, afirmaba: “El trabajo es lo que sostiene todo lo material de la vida, pero la vida humana no es sólo para trabajar. Merece vivirse, y eso es tener tiempo. Tiempo para cultivar los afectos (…) Ese tiempo no te lo pagan, pero te genera afectos (…) al fin y al cabo, la única riqueza importante. Todo lo que digo es elemental, pero se olvida”. De inmediato pensé en el diagnóstico del filósofo Byung-Chul Han, para quien el mundo “tardomoderno” se ha convertido en “la sociedad de rendimiento y actividad” y su animal laborans en un ser “hiperactivo e hiperneurótico”.

Y también pensé en el estudio de la revista científica Research Policy, según el cual “la prevalencia de los problemas de salud mental es mayor entre estudiantes de doctorado que en el resto de la población”, hasta el punto de que uno de cada dos experimenta estado de angustia y uno de cada tres está en riesgo de sufrir un desorden psiquiátrico. Y ni hablar del nivel de suicidios. La causa está más que diagnosticada: cargas altísimas de trabajo, competitividad insana —a veces en culturas a las que es difícil acomodarse y en condiciones económicas estrechas— temor al fracaso y, para acabar de ajustar, el estrés de responder a programas costosísimos o a la exigencia de obtener notas altas que demanda una beca.

Todo el mundo tiene fórmulas para ayudar a una persona que sufre estrés a causa de presiones desmesuradas, pero a casi nadie se le ocurre poner en duda la razón de ser de los sistemas que lo desencadenan. El problema, por supuesto, no está en escoger hacer un doctorado (aunque cada vez más hay quien lo adelanta obedeciendo a la presión social: “sin posgrado no eres nadie”), sino en la desmesura de la carga de trabajo, que obliga a estudiantes de posgrado a recluirse en cubículos y bibliotecas hasta el punto de desconectarlos del mundo de “afuera”, restringiendo su vida social y familiar y entristeciendo sus mejores años. Yo me pregunto si leer seis libros en una semana, cosa que he visto, tiene algún sentido. La razón natural, como se decía antes, indica que eso nadie puede hacerlo, por lo menos bien hecho. No se trata de promover el relajamiento, pues el rigor y la disciplina son inherentes al aprendizaje, sino de darle al estudiante el tiempo que necesita para eso que se llama vida, que incluye reflexionar pausadamente sobre lo que lee y relacionar lo que aprende con lo que ve.

Lo malo es que estas presiones empiezan mucho antes: niños compitiendo para entrar al preescolar, padres que agobian a sus hijos con toda clase de actividades extracurriculares, y horarios infames, como denunció José Fernando Isaza, quien se preguntaba qué sentido tiene que un niño deba levantarse a las cinco para poder llegar a clase a las siete. Lo raro es que en sociedades donde el placer es promovido en todas sus formas, sobre todo en las más banales y estúpidas, no se aspire a que estudiar, en cualquier| tiempo y lugar, sea una ocasión de felicidad y plenitud. Pero es que el capitalismo nos convenció de que la vida es una maratón donde cada carrera que ganamos tiene como premio otra carrera, para parafrasear el poema de Blanca Varela.

MASCOTAS VERSUS BEBÉS

Alfredo Molano Bravo
Ya casi no voy a cine. Desde que se acabaron los dobles —dos películas seguidas por el precio de media—, perdió sentido capar colegio por el airecito de reto pecador que tenía ese “programa”. No he visto la gran mayoría de obras maestras que ha producido este séptimo arte y he tenido que sufrir no pocas banalidades gringas. Además, ahora que lo pienso, tampoco volvieron a “pasar” películas de vaqueros. Más aún, las grandes salas de cine se convirtieron en templos evangélicos, sexshops o almacenes de pacotilla. En el teatro Caldas me vi todas las películas de Luis Aguilar, Pedro Armendáriz y Jorge Negrete, y en el Imperio a Burt Lancaster, Kirk Douglas, Natalie Wood. Y donde estuviera Brigitte Bardot, allá llegaba yo. Después he preferido mirar el cine de la realidad, cada día más penetrado por el consumismo y sus prácticas de seducción comercial.

Un día de esta semana —atardecer plácido y sereno con arreboles—, Antonia, mi nieta, me invitó a cine. No hubo remedio, acepté y nos fuimos a una de esas salas donde las sillas consienten un sueño profundo y una lejana indiferencia. Habíamos comprado un tarro enorme de crispetas o palomitas, una botella de gaseosa no menos grande y chocolatinas con almendras al por mayor. La película tenía un nombre temible: Jefe en pañales. No había escapatoria. Nos sentamos y al minuto comenzó un estruendo de fin del mundo acompañado de un bombardeo de imágenes brillantes e intermitentes y, como dicen ahora, invasoras. Fácil, cerré los ojos. Luego el tráiler —así se decía— de una película en que una mujer —algo parecido a ellas— engallada con alas, lanzas y espadas cazaba dinosaurios. Volví a cerrar los ojos. Después de un reconfortante intermedio, comenzó la película que habíamos ido a ver. Caricaturas de volumen que imitan todos los movimientos del cuerpo humano, excepto el de las pupilas. Con razón decían los poetas que ellas son la ventana del alma.

El argumento de la película me fue interesando: se trataba de una corporación fabricante de bebés de verdad que entra en pánico porque su competencia, la fábrica de mascotas, le estaba quitando el mercado. La gente prefiere los perros y los gatos a los bebés. Eso de cambiarles el pañal, hacerles tetero, llevarlos al médico y, sobre todo, dormirlos, es una tarea sobrehumana. Mejor un perrito que se compra, se consiente, se contenta con una manotadita de concentrado y ya. Un gatito es menos exigente aún: lechecita, pelotica y listo. La llamada raza humana busca la tranquilidad para poder ir al otro día a que le saquen la leche, y los bebés son una especie de cosas que lloran y que impiden recargar la energía necesaria para poder ir a entregarla. La especie humana está, pues, amenazada por las mascotas. Y es que las hay como se quieran: chiquitas, rojas, olorosas, peludas o todo lo contrario, y en toda la gama.

Teníamos claro que las muchachas jóvenes de ahora quieran aplazar la maternidad hasta que ya es peligroso un embarazo. Han estudiado cinco, seis, siete, ocho años para sacar un cartón y entonces hay que disfrutarlo de rumba en rumba. Y los hombres, haciéndoles la segunda. Las relaciones de pareja son cada vez más aburridoras, tediosas y todas llevan a lo mismo, a emparejarse con otra persona igual de aburridora y más tediosa. Así hasta los 40 y entonces, ya no. Detrás del planteamiento acecha el productor celestial de mascotas y así la humanidad tiende suavemente a la autoliquidación. Los fabricantes de bebés se dan cuenta de que su rival ha comprado una fórmula para producir mascotas que no se mueren. ¡Pánico financiero!

Gringo el planteamiento y gringo el desenlace. Demasiado gringo, pero quizá por eso no deja de tener, sin proponérselo, un dejo de verdad. Las relaciones propiamente humanas —un buen café en compañía, un aguacero compartido, un miedo semejante a los rincones—, las que implican amores y dolores, están siendo arrinconadas por el confort, esa cultura de la mediocridad hecha de cosas, de mercancías, de trabajo que se consume a sí mismo. La tragedia del eterno retorno a la nada.

Pepe Mujica tiene toda la razón: la etapa superior del capitalismo es el consumismo. De alguna manera los bebés son el costo de una renuncia que ya nadie quiere pagar y que los poetas apodan amor.

Punto y coma. Abogo por las porciones pequeñas en los supermercados que no obligan a comprar más de lo que se necesita. Por ejemplo, la venta de botellas enormes de agua cuando con sólo la mitad o la tercera parte sería suficiente. ¡Cuánta agua se desperdicia y con cuánto plástico se envenena la tierra!

PARA LEER

EL ESPECTADOR

NUESTRA LOCURA

Fernando Araújo Vélez
Nunca será tarde para la locura. Será cuestión de dos o tres segundos, “un diminuto instante en el vivir”, como cantaba Silvio Rodríguez; de salir a caminar por donde jamás hayamos caminado, y de soltar con cada paso uno de los miles de mandamientos que nos han impuesto, nuestra cédula y todos los documentos y contratos y los miles de recibos de impuestos que otros determinan con absoluta arbitrariedad. Pisotearlos. Romperlos, hacer una especie de hoguera con ellos y seguir. Serán 100, 200 y mil pasos, y mil heridas y otras tantas cicatrices, y seguir el camino hacia donde nadie nos espere y abstraernos ante cada piedra y ante cada flor. Será cuestión de sentarnos por ahí en un monte y ver la vida y el tiempo pasar, como si no tuvieran nada que ver con nosotros.

Ver la prisa y la angustia de los otros, de esos otros que son el infierno y fueron nuestro infierno, y vengarnos de ellos con nuestra quietud y una sonrisa de profunda indiferencia que les diga, les grite, que ya no hacemos parte de su estúpido mundo, que no cuenten con nosotros para volver a pisotearnos. Verlos, sí. Verlos destrozarse, traicionarse, clavarse puñales por eso que han llamado amor, y vivir en la trampa y de la trampa y confundir medios con fines. Nunca será tarde para la locura y para que nos llamen locos, simplemente porque decidimos alejarnos y comprender que el fin no son ni el dinero ni los horarios ni los diplomas ni el hogar, sino la vida misma y una obra, nuestra obra, aunque sea una obra de pura contemplación.

Nunca será tarde para desprendernos del vértigo, bajarnos del tren blindado en el que nos fuimos metiendo sin darnos cuenta, pisar el suelo y desaprender todo lo que nos enseñaron para luego empezar a aprender lo que nosotros mismos decidamos, y ser plenos con cada nueva verdad que descubramos, aunque luego la cambiemos una y otra y otra vez. Nunca será tarde para la locura, aunque hayan estigmatizado la locura y a algunos locos los llamen así para robarles su credibilidad. La locura será irnos de la cordura y seguir yéndonos. Irnos de las normas, de lo aceptado, de lo aprobado con sus infinitas variantes, todo basura, y seguir yéndonos.

TÍO KIOSKO

Tatiana Acevedo
Arturo Manrique comenzó muy temprano su carrera literaria, en las filas de la llamada Gruta Simbólica. La Gruta había sido formada por un grupo de hombres poetas y literatos de la generación de la Guerra de los Mil Días que, a causa del toque de queda nocturno, preferían reunirse en la casa de alguno a escribir y declamar versos. Con el fin de la guerra, Manrique se dedicó a los negocios y el periodismo, fundó periódicos aquí y allá e importó la primera rotativa en la historia de Colombia. Entretanto, publicó su trabajo literario y periodístico bajo el seudónimo “Tío Kiosco”. Entrados los años veinte, fundó también la revista gráfica Mundo al Día, de circulación nacional.

Desde sus diferentes artículos y crónicas, pero especialmente en sus editoriales y en su sección “Alfileres”, Mundo al día transmitió un imaginario específico de Bogotá. Los “Alfileres” fueron el espacio escogido por el mismo Manrique para exponer sus opiniones sobre urbanismo y el futuro de la ciudad. Tras un año larguito en la administración municipal, es posible hacer un paralelo entre Enrique Peñalosa y el Tío Kiosko. La primera característica compartida es una preocupación por servicios públicos que nace no de la empatía o la búsqueda de cierta justicia social, sino de una angustia estética en la búsqueda de una ciudad en la que las comunidades con menos ingresos no perjudiquen a las más acomodadas. El Tío Kiosko lideró la idea de Ciudad Higiénica que predicaba la urgente intervención de los “sectores obreros” de Bogotá. El problema más grave, afirmó, era que el hacinamiento en estos barrios propiciaría “la criminalidad, el alcoholismo, la depresión, la falta de higiene y el comunismo”. Entre otras cosas.

“Al oriente de San Diego y del Paseo Bolívar existe el más denso núcleo de población hacinado en habitaciones en completo abandono moral y material de parte de las autoridades” explicó Manrique en 1939; “a estos barrios llegan todos los abandonados por la suerte, los que no han podido conquistar fortuna ni medio alguno para vivir con los más indispensables elementos de higiene y de moral, padecen las más nocivas enfermedades que nos pueden transmitir”. Por otra parte, el Tío Kiosko emprendió una lucha por la estandarización de medidas higiénicas en la manipulación de la leche y enumeró día a día los peligros de lo que llamó la “leche contaminada”. “La leche cuando es pura es un alimento sin rival. La leche cuando es impura es una amenaza para la colectividad” tituló Mundo al Día en 1938. Es ahí donde cristaliza una segunda coincidencia con el actual alcalde. Pues en esta campaña se involucraba económicamente el mismo Manrique, quien importaba –desde el comienzo de los 30— maquinarias para pasteurización de la leche.

La ciudad soñada e higiénica, necesitaba contar con buenos ciudadanos. Así, por dos décadas Mundo al Día insistió en la importancia de “recoger” a los habitantes de calle. Insistió, por ejemplo, en la necesidad de “limpiarlos” pues carecían de decencia y, en general, eran “mal olientes que nunca se bañan ni la cara ni las manos, con cachuchas y zapatos despedazados, el pelo largo del salvaje, goterones de mugre”. En esta ciudad había espacio para aquellos pulcros, obedientes y trabajadores. Tanto Tío Kiosko como Enrique Peñalosa creen en la existencia de una categoría de “no ciudadanos” que debían –para el bien de la ciudad y la ciudadanía— recluirse en asilos, hospitales y otras instituciones similares.

Hablando de grupos de habitantes de la calle con rutinas de borrachera y adicción tanto Kiosko como Peñalosa hablan de “focos” que hay que erradicar. “Este punto estará en nuestro foco durante los próximos meses, ha tenido un desorden histórico grave”, advirtió Peñalosa al reconocer la existencia de nuevos “Bronx” en barrios de Kennedy.

ESPIRITUALIDAD

EL ESPECTADOR

CREER EN DIOS

Lorenzo Madrigal
Difícil asunto este de creer en un ser al que no vemos, del que se habla demasiado y está presente en todas nuestras locuciones y mitos; pero es igualmente difícil no creer en Dios.

Estamos en un mundo en el que todo es sorprendente, incluyéndonos nosotros mismos. Pero como es algo connatural, como nacimos en esto, nada nos parece maravilloso y esperamos siempre algo que realmente lo sea. O como lo afirmó José Eustasio: “esperando una estrella que vendrá de los cielos a bogar en mis ondas”.

Al mirar por la ventana de una casa rural, veo diminutos seres adheridos a la parte externa del vidrio, que muestran el asombroso revés de su dorso, y pienso sobre su destino y el nuestro y el por qué y cómo llegaron a la perfección de sus funciones específicas. Y por qué nosotros somos para ellos unos monstruos y ellos para nosotros los pequeños insectos que son y no al revés.

Cierta vida contemplativa induce a observar y a preguntarnos. No únicamente con ocasión de la Semana Santa —que ha entrado ya con sus lluvias y resfriados— ni porque en este tiempo la actividad cese un poco, aunque no para todos. Siempre será posible la observación, pues si bien el trabajo ocupa buena parte de nuestro tiempo, no olvidamos lo que sucede en el entorno de nuestras vidas, lo de cada día, lo de cada hora, y cómo vamos andando por el mundo y a dónde vamos llegando.

Aceptar que esta portentosa creación universal haya sido obra de una evolución de la materia durante todos los tiempos, a partir de un comienzo que nadie puede explicar o pensar que un orden tan perfecto de las cosas haya partido de una enorme explosión, de la cual se fuera desprendiendo lo conducente a la materia y a la vida, son conceptos tan difíciles de enunciar como de aceptar.

Para dónde vamos no lo sabe nadie. Recuerdo al sabio profesor Luis López de Mesa, quien, en sus últimos días, se dice que pasaba horas sentado frente a la tumba de sus mayores, interrogándose; otro López, éste Michelsen, jurista, pero también filósofo, respondió perplejo y con sarcasmo sobre el tema de si habría otra vida, al afirmar no tenerse de ello comprobación científica. Y el poeta nicaragüense, Rubén Darío, quien estremece siempre con su verso: “ser y no saber nada y ser sin rumbo cierto y un temor de haber sido y un futuro terror y un espanto seguro de estar mañana muerto…”

En páginas de prensa he leído de un gran pensador que considera toda religión como una farsa. Me resisto a pensar que la fuerza natural e inteligente o el ser supremo que la regula permitan caer y permanecer en error a tantos seres creados, así mismo inteligentes, y esto a lo largo de interminables años. En cuanto a mí, seguiré llevando velas a los altares que fueron la fe de mis mayores y elevaré una oración a Dios, por lo demás litúrgica: “En ti esperé, no sea confundido eternamente”.

VANGUARDIA
DESENCHÚFESE Y
¿Sabía usted que hay algunos restaurantes en donde a los clientes les dan descuentos entre el 5 % y el 10 % si apagan sus teléfonos celulares mientras comparten la cena?

Tales rebajas responden a una singular campaña denominada así: ¡Desenchúfese!

No es una estrategia publicitaria ni algo parecido. Es solo una sana invitación a disfrutar la comida sin interrupciones.

Es interesante que existan iniciativas para que el celular pierda su ‘entrometido’ puesto en el comedor. Aunque yo también lo sacaría de otros escenarios tales como: el dormitorio, el patio de recreo, el carro, en fin...

No los estoy invitando a que se priven de la tentadora costumbre de ir a la famosa pantalla táctil; solo les estoy sugiriendo que adquieran el hábito de no excederse a la hora de usar sus smartphones, sus computadores portátiles, sus tabletas y demás aparatos de última tecnología.

Sé que cualquier emprendedor que tenga su negocio debe estar al tanto de las nuevas tendencias, entre otras cosas, para que sus unidades de negocios crezcan.

Pese a ello y sin declararme un enemigo de la tecnología, ya que sería tonto no entender que hoy todo se mueve a través de las redes, sí resulta válido poner a la gente en una situación que se ha perdido por culpa de estos avances: hablo del “modo conversar”.

Porque cuando usted está con alguien y no tiene a la mano ninguno de esos dispositivos, no le queda más ‘remedio’ que compartir con la persona con la que decidió almorzar o salir a dar un paseo.

Este asunto es para tener presente ya que, por alguna razón, hemos perdido la costumbre de mirarnos a la cara y compartir con los demás.

Es un hecho que nos hemos ‘acercado’ a los que están lejos y al mismo tiempo nos hemos ‘alejado’ de los que están cerca. Esa parece ser una de las tantas paradojas de los tiempo de hoy.

Y eso que no hablo de esas centenares de personas que maquillan sus estados de ánimo, solo por aparentar.

Es evidente que nos hemos ‘enredado’ tanto, que estamos convertidos en seres impersonales y distantes de nuestras emociones verdaderas.

No quiero echarles la culpa a los chats de nuestros vacíos o dudas existenciales, pero sí nos está haciendo falta crear un canal de comunicación directo con las personas con las que convivimos.

Estamos más tiempo en el Internet que antes, lo cual tiene un impacto grande en nuestras vidas, entre otras cosas, porque estamos perdiendo nuestra habilidad de interacción social.

A los jóvenes de hoy les da miedo hablar en público y escasamente saben dirigirse a los demás; de hecho, ni siquiera quieren escribir y han remplazado sus líneas con ‘emoticones’ u otras secuencias de caracteres.

En la época de nuestros abuelos se hablaba de frente y ‘se cantaba la tabla’, más allá de los sonrojos. Si alguien quería hablar con otra persona, era necesario visitarla a su casa. No se contaba con los canales del Facebook ni había correo electrónico, por citar solo dos de estas modernas herramientas.

A veces siento que la modernidad nos está robando momentos preciosos de nuestras vidas, y una de ellas es la de compartir con nuestros padres e hijos.

Y como la tecnología antes que desaparecer se va a especializar más, al punto de que seguirá siendo vital para el trabajo, es preciso advertir que ella puede llegar a manejarnos a su antojo.

De alguna forma debemos controlar el uso de estos equipos, so pena de que sean ellos los que nos sigan usando y nos alejen de la gente que más amamos.

FARANDULA
EL TIEMPO
MIS PECADOS COMO CRÍTICO DE TV 

Ómar Rincón

Mi peor pecado es solo ver y criticar RCN y Caracol. Pero es que es lo que más ven los colombianos.

En este tiempo se supone que busquemos reflexionar, dejemos el carnaval, nos entreguemos al espíritu y confesemos nuestros pecados. Por eso, yo, crítico de televisión, confieso que he cometido siete pecados capitales. 
1) Peco de no comprender que todo programa es el resultado del esfuerzo, el trabajo y la dedicación de muchos cerebros y cuerpos. Yo, crítico, busco el error cuando debería alabar el esfuerzo y la dedicación que hay en cada programa. Me arrepiento de solo ver el error y no los esfuerzos y buenas intenciones de los que hacen la tele.

2) Peco por no comprender que de ‘rating’ viven los canales. Yo, crítico, siempre alabo los experimentos y me enervo con ese “dar gusto” a la gente y ‘pordebajiar’ los modos de lo popular, y parece que el televidente vive de eso: lo grotesco, gritón, ramplón, chistosín, morbosín. Y también saborea la sangre y el semen. Me arrepiento de no comprender que carroña humana y chiste racista-clasista-machista-homofóbico es igual a ‘rating’.
3) Peco por no ver la televisión pública. Yo, crítico, me arrepiento de poco pasar por esos canales llamados públicos, culturales y educativos. No puedo usar como disculpa que uno nunca sabe qué están dando, que sus series son de cuatro programas y que es difícil de ver porque son historias muy bien hechas pero que requieren concentración para comprenderlas. Me arrepiento de no ver las buenas cosas de la tele pública que gana muchos premios.
4) Peco por no ver televisión regional y comunitaria. Yo, crítico, me declaro ignorante de la televisión que se hace mirando al territorio. Y por eso no puedo opinar ni decir mucho. Tal vez me estoy perdiendo las mejores propuestas que hacen de la televisión un hecho político y cultural. Me arrepiento y pido perdón.
5) Peco por no hacer crítica de las series de moda ‘cool’. Las veo pero no las comento. Yo, crítico, he decidido pecar al no hablar de las series. Y lo hago con alevosía porque sé que son muchas las buenas, demasiadas las malas, pero creo que para el televidente colombiano tienen poca importancia. Las series son de nicho ‘coolture’ y, por eso, poco interesa la televidente popular. No me arrepiento de este pecado, las gozo y ya.
6) Peco por no tener Twitter ni participar del debate público televisivo. Hay un Twitter falso que lleva mi nombre y cada tres meses actualiza con apuntes de mis columnas, se llama OmarRinconTV, la foto es la mía y la descripción soy yo, pero no soy yo. Yo, crítico, debería ser más valiente y tener Twitter y crear comunidad con mis lectores, pero me da flojera y pereza. Me arrepiento por ser esta farsa que soy en el mundo digital.
7) Mi peor pecado es solo ver y criticar RCN y Caracol. Pero es que es lo que más ven los colombianos.
Llega la Semana Santa, que en realidad es la semana del turismo y la mala televisión; menos mal que el capitalismo futbolero no respeta nada y tiene unos muy buenos partidos.

